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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
ENERO 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de DICIEMBRE DEL 2015. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de lo solicitado por los accionantes.  En esta edición encontrarán todas las acciones de inconstitucionalidad cursadas y pendientes de resolver por la Sala, con las que se comienza el año 2016. 
En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, en esta oportunidad se publica la estadística por tema de todo el año 2015, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese año por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

ÍNDICE

· Acciones de inconstitucionalidad cursadas al comenzar el año 2016
· Fallos recientes

· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas por tema del año 2015
· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas y pendientes de resolver a Enero del 2016



	TEMA 
	NORMA CUESTIONADA

	AMBIENTE
	SUSPENSIÓN DE DESALOJO, DEMOLICIONES Y OTRAS, POR DOS AÑOS DE LA ZONA MARÍTIMO TERRESTRE


Expediente:13-001598-0007-CO                                                     Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 2, 3, 5 y 6 de la Ley de Protección a los habitantes de zonas clasificadas como especiales. No. 9073, publicada en La Gaceta No. 206, Alcance 163 del 25-10-2012


	AMBIENTE
	PROCEDIMIENTOS DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL


Expediente: 13-008478-15                                                    

Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la adición y modificación al Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA). Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC del 24-05-2004. Publicado en La Gaceta No. 137 del 17-07-2013.


	AMBIENTE
	PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN VISUAL
Expediente: 13-012064-0007-CO                                       

Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la Prevención de la Contaminación Visual. Decreto Ejecutivo No. 35860-MINAET del 26-08-2010

	AMBIENTE
	MODIFICACIÓN DE LÍMITES DE LA ZONA PROTECTORA CERRO LA CARPINTERA


Expediente: 14-005836-0007-CO                                       

Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. Nº 29278-MINAE, publicado en La Gaceta No. 30 del 12 de febrero del 2001. Modifica Límites de la Zona Protectora Cerro de la Carpintera



	AMBIENTE
	LICENCIAS DE PESCA


Expediente: 14-011148-0007-CO                                      

Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 55 de la Ley de Pesca y Acuicultura.

	AMBIENTE
	FUMIGACIÓN AÉREA


Expediente: 14-011759-0007-CO                                      

Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 34202-MAG-MS-MINAE-MOPT-MGSP. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo No. 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola del 16 de octubre del 2003.


	AMBIENTE
	PESCA DE ATÚN


Expediente:14-13331-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 11 del Decreto Ejecutivo No. 37386 del 09 de julio del 2012. Reglamento para la utilización de la capacidad de pesca de Atún de Cerco reconocida a Costa Rica en el seno de la Comisión Interamericana del Atún Tropical. 

	AMBIENTE
	REGLAMENTO DE TRANSICIÓN PARA LA REVISIÓN Y APROBACIÓN DE PLANES REGULADORES


Expediente:15-014450-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1,2,3,4,16,21,22,23 inciso c), 24 inciso c) y 31 del Decreto No. 39150-MINAE-MAG-MIVAH-PLAN-TUR, publicado en La Gaceta 172 de 3 de setiembre de 2015. 



	AMBIENTE
	USO DE CARNADA VIVA EN PESCA


Expediente:14-018294-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta contra el Acuerdo número ADJIP 280-2014, denominado “Medidas de ordenamiento para el uso de carnada viva para la flota pesquera comercial y de pesca deportiva  en el Océano Pacífico Costarricense”,

	AMBIENTE
	REGLAMENTO DE ACTUALIZACIÓN DEL PLAN REGIONAL DE LA GRAN ÁREA METROPOLITANA


Expediente:14-019525-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la totalidad del  REGLAMENTO DEL PLAN GAM 2013 2030, DECRETO EJECUTIVO NÚMERO  38334, DENOMINADO ACTUALIZACIÓN DEL PLAN REGIONAL DE LA GRAN ÁREA METROPOLITANA, Y PARTICULARMENTE, LOS ARTÍCULOS 39, 25, 35 Y 69 DE ESE REGLAMENTO.


	AMBIENTE
	REGLAS DE PROTECCIÓN PARA PESCA


Expediente:15-008130-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 13 y 14 del Decreto Ejecutivo n° 38681-MAG-MINAE del 9 de octubre de 2014, “Ordenamiento para el aprovechamiento de atún y especies afines en la zona económica exclusiva del Océano Pacífico Costarricense”. 



	AMBIENTE
	OMISIÓN EN MATERIA AMBIENTAL EN LA LEY DE CONCESIONES


Expediente:12-011423-0007-CO                                                                                                                                                                                       Sentencia:Pendiente 


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 5 de la ley denominada: Modificación a varios artículos de la Ley No. 7744. Concesión y Operación de Marinas Turísticas. No. 8969


	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	OMISIÓN DEL DIRECTORIO LEGISLATIVO


Expediente:15-005016-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por así haberlo dispuesto el Pleno de la Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra la OMISIÓN DEL DIRECTORIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE EJECUTAR EL ACUERDO ADOPTADO EN LA SESIÓN DEL PLENARIO LEGISLATIVO DEL 20 DE ENERO DEL 2015, PARA INTERPELAR AL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA.   

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	CONFORMACIÓN DE COMISIÓN PERMANENTE ORDINARIA DE ASUNTOS JURÍDICOS Y LA COMISIÓN PERMANENTE ORDINARIA DE ASUNTOS HACENDARIOS


Expediente:15-009555-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución dictada por el Presidente de la Asamblea Legislativa de Costa Rica, Rafael Ortiz Fábrega, identificada como acuerdo N° 6581-15-16 de la Presidencia Legislativa, relativa a la conformación de las comisiones permanentes ordinarias para la legislatura 2015-2016, concretamente en lo relativo a la conformación de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos y la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios. 



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	CONFORMACIÓN DE COMISIONES PERMANENTES ORDINARIAS Y LA COMISIÓN ESPECIAL DE LA MUJER


Expediente:15-009847-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Resolución Nº 6582-15-16 de la Presidencia de la Asamblea Legislativa.  

	BANCARIO
	CONFORMACIÓN DE LA ASAMBLEA DE TRABAJADORES DEL BANCO POPULAR. REPRESENTACIÓN DE TRABAJADORES


Expediente:13-003409-0007-CO                                 Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 de la Ley Orgánica del Banco Popular y el artículo 2 del Reglamento al inciso c) del artículo 14 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular

	COMERCIO
	PUBLICIDAD DEL ALCOHOL


Expediente:13-011134-0007-CO                                       Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 37739-S. Reglamento sobre Regulación y Control de la publicidad comercial relacionada con la comercialización de bebidas con contenido alcohólico y el artículo 12 párrafo primero de la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico. Ley No. 9047.


	COMERCIO
	REQUISITOS PARA LA INSTALACIÓN DE PLANTAS DE COMERCIALIZACIÓN DE HIDROCARBUROS


Expediente:14-003388-0007-CO                                       Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra la Norma 7.4 del Reglamento para la Regulación del Sistema de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos. Decreto Ejecutivo No. 30131-MINAE-S del 20-12-2001, publicado en La Gaceta No. 43 del 01 de marzo del 2002.



	COMERCIO
	IDENTIFICACIÓN DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS QUE SE CONSUMEN EN COSTA RICA


Expediente:14-012125-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Identificación del origen de los productos agropecuarios que se consumen en Costa Rica. No. 9098 publicada en La Gaceta No. 29 del 11-02-2013, alcance 28. Mediante esta ley se reformó el artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. No. 7472.

	COMERCIO
	POTESTADES DE SUTEL


Expediente:14-015636-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo  69 de la Ley General de Telecomunicaciones. 

	COMERCIO
	SANCIONES POR INFORMACIÓN INCOMPLETA A CONSUMIDORES


Expediente:15-004280-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por disposición del pleno de la Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 34 inciso b) y 57 inciso b) de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. 

	COMERCIO
	DISTRIBUCIÓN DE LA CUOTA DE PRODUCCIÓN DE CAÑA DE AZÚCAR


Expediente:15-004654-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos  118 y el primer párrafo del artículo 125 de la Ley 7818, "Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar". 

	CONTENCIOSO
	ACTOS ADMINISTRATIVOS NULOS. JUICIOS DE LESIVIDAD


Expediente:14-012592-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 34, 40 y Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo vigente. 


	CONTRATOS O LICITACIONES
	LIMITACIONES EN LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA


Expediente:14-017508-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los incisos a), f), h), e i) del Artículo 22 bis de la Ley de la Contratación Administrativa y el Articulo 254 inciso a) del Reglamento de la Contratación Administrativa. 

	CONTRATOS O LICITACIONES
	SANCIONES EN CONTRATACIONES ADMINISTRATIVAS


Expediente:15-006492-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 213 y 217 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo número 25038-H. 



	CONVENIO
	CONVENIO CON EL BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA


Expediente:12-004335-0007-CO                                      Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 30 del Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica. Aprobado por Ley No. 3138 y contra el Convenio de Cooperación Financiera no reembolsable, firmado por el Gobierno de la República y el BCIE.

	EDUCACIÓN 
	DECRETO SOBRE EDUCACIÓN INDÍGENA


Expediente:13-011311-0007-CO                                       Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 37801-MEP. Publicado en la Gaceta No. 135 del 15-07-2013

	EDUCACIÓN 
	PROFESORES DE DERECHO DEBEN ESTAR INCORPORADOS AL COLEGIO DE ABOGADOS


Expediente:15-010720-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY NÚMERO 13, LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA. 
 

	EDUCACIÓN 
	DEL 8 % ANUAL DEL PIB DESTINADO A LA EDUCACIÓN PÚBLICA


Expediente:15-015092-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de Inconstitucionalidad contra el Título 210-Ministerio de Educación Pública, del artículo 2 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República del Ejercicio Económico 2015, N°9289.

	ELECTORAL
	ESTATUTO DEL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL


Expediente:13-009288-0007-CO                                       Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 170 párrafo último del Estatuto del Partido Liberación Nacional. 


	ELECTORAL
	SANCIONES EN EL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL


Expediente:15-004270-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso e) del artículo 132 y el inciso f) del artículo 133, ambos, del Estatuto del Partido Liberación Nacional. 

	ELECTORAL
	CONTRIBUCIONES A PARTIDOS POLÍTICOS


Expediente:15-013810-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por así haberlo dispuesto el Pleno de esta Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra el ARTÍCULO 274 INCISO A), Y POR CONEXIDAD LOS ARTÍCULOS 275 INCISO C) Y 128, TODOS DEL CÓDIGO ELECTORAL.

	INFORMACIÓN
	CONFIDENCIALIDAD DE AVALÚOS ADMINISTRATIVOS


Expediente:15-014938-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por así haberlo dispuesto el Pleno de esta Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad para que se declare la inconstitucionalidad de la  DIRECTRIZ VA-001-2012, “GUÍA DE VALORACIONES ADMINISTRATIVAS" EMITIDA A 15 DE NOVIEMBRE DE 2012, CAPITULO 2.1.6.


	MIGRACIÓN
	PERMISOS DE TRABAJO PARA SERVICIOS DOMÉSTICO


Expediente:15-011976-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la recomendación técnica DML-620-2014 de 3 de noviembre de 2014 de la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

	MINORÍAS
	RECONOCIMIENTO DE LA UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO


Expediente:13-13032-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 del Código de Familia y el artículo 4 inciso m) Reforma a la Ley de la Persona Joven

	MINORÍAS
	MANEJO DE RECURSOS NATURALES EN LAS COMUNIDADES INDÍGENAS


Expediente:15-004211-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el  Decreto Ejecutivo número 27800-MINAE, denominado Reglamento para el Aprovechamiento del Recurso Forestal en las Reservas Indígenas, publicado en el Alcance 31-A de La Gaceta número 79 del 26 de abril de 1999. 

	MUNICIPALIDAD
	IMPUESTOS MUNICIPALES DE SAN JOSÉ


Expediente:13-003436-0007-CO                                      Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley de Impuestos Municipales de San José. No. 5694 del 09 de junio de 1975.
                                                                                                                            

	MUNICIPALIDAD
	PLAN REGULADOR DE ESCAZÚ. VISIBILIDAD EN PORTONES


Expediente:14-012005-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 9.5 inciso f) del Plan Regulador de la Municipalidad de Escazú. 

	MUNICIPALIDAD
	LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DEL CANTÓN DE CARTAGO


Expediente:14-016902-0007-CO
Sentencia:Pendiente 


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4, 5 y 8 de la Ley número 7248, “Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón Central de Cartago. 

	MUNICIPALIDAD
	IMPUESTOS DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE


Expediente:15-006373-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 39 (en su versión original y con posterioridad a la reforma introducida el 3 de marzo de 2014), así como el Transitorio III del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José. 

	MUNICIPALIDAD
	LEY DE LICENCIAS PARA ACTIVIDADES LUCRATIVAS Y NO LUCRATIVAS DEL CANTÓN DE ESCAZÚ. COBRO A CONCESIONARIOS


Expediente:15-015989-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad planteada por Autopistas del Sol, Sociedad Anónima contra el artículo 3 inciso d) de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas del Cantón de Escazú, Ley No. 8988, por estimarlo contrario a lo dispuesto en los artículos 121 inciso 14) y 169 de la Constitución Política.  

	PENAL
	COMISO DE BIENES COMO CONSECUENCIA CIVIL DEL HECHO PUNIBLE

Expediente:12-015953-0007-CO                               Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 103 inciso 3) y 110 del Código Penal, el artículo 61 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. No. 8422 y el artículos 367 y 465 del Código Procesal Penal. 

	PENAL
	ARCHIVO CRIMINAL


Expediente:13-000622-0007-CO                                      Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 40 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial.

	PENAL
	OBLIGACIÓN DE DECLARAR INGRESO DE DINERO AL PAÍS


Expediente:14-018692-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 35 de la Ley número 8204, Reforma integral a la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. 

	PENAL
	SE EXCLUYE A MAGISTRADOS SUPLENTES DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA MIEMBROS DE LOS SUPREMOS PODERES


Expediente:15-010174-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el  ARTICULO 401 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL.  



	PENAL
	DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS PÚBLICOS


Expediente:15-017411-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 22 inciso a) del Código Procesal Penal, la directriz o instrucción verbal de la Procuraduría General de la República, que exige como condiciones de la aplicación de una medida alterna en los procesos penales, que los imputados renuncien a sus puestos laborales y que acepten una suspensión para el ejercicio de cargos públicos, así como la pauta jurisprudencial de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia expresada en las sentencias No. 2013-01555, No. 2013-00956 y No. 2014-0060. 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES DE LA CCSS


Expediente:13-004102-0007-CO                                       Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 29 párrafo primero del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS y el artículo XI de la sesión No. 8590 del 12 de julio del 2012 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social. 


	PENSIÓN
	FONDO DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Expediente:13-015303-0007-CO
Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 inciso g) de la Ley de Protección al Trabajador


	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES


Expediente:14-014251-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858.

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES

Expediente:14-014556-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley 7858, que reforma el artículo 3 de la Ley 7605/96 y agrega el artículo 3 bis.y la Directriz 012-MTSS-2014, publicado en el Alcance Digital N° 40 a la Gaceta del 8 de agosto de 2014.

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES
Expediente:14-015248-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley N° 7858, contra la resolución MTSS-010-2014 de las 11:07 hrs del 4 de agosto de 2014 y la Directriz N° MTSS-012-2014 publicada en La Gaceta N° 152 del 8 de agosto de 2014. La norma se creó destinada a aplicar un tope a las pensiones de los regímenes contributivos con cargo al Presupuesto Nacional. Considera que el MTSS ha considerado de forma errónea que este tope es aplicable a los pensionados pertenecientes a los regímenes de Hacienda, Registro Nacional, Obras Públicas y del Magisterio Nacional, lo cual considera el accionante no es correcto

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES 


Expediente:14-015575-0007-CO
Sentencia:Pendiente
 
Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 7858 del 22-12-1998; el artículo 2 de la reforma al artículo 3 de la Ley número 7605 de 1996 y agrega un artículo 3 bis; contra la Directriz 012-MTSS-2014, publicada en el Alcance Digital número 40 al Diario La Gaceta del 08-08-2014.

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES 


Expediente:14-016398-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858. 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES 


Expediente:14-016400-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858.

 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES 


Expediente:14-016937-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley N° 7858, la DIRECTRIZ Nº MTSS-012-2014 y la RESOLUCIÓN MTSS-010-2014 DE LAS 11:07 HORAS DEL 4 DE AGOSTO DEL 2014. 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES 


Expediente:14-017348-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la LEY No. 7858 y la resolución MTSS-010-2014 de las 11:07 hrs. de 4 de agosto de 2014, denominada: "Diligencias de Implementación del Tope contenido en la Ley No. 7858 de 28 de diciembre de 1998". 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES


Expediente:14-017823-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley No. 7858 y la Directriz No. 012-MTSS-2014. 

	PENSIÓN
	TOPE DE PENSIONES


Expediente:14-018104-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley N° 7858 y la Directriz N° MTSS-012-2014 publicada en La Gaceta N° 152 del 8 de agosto del 2014. 

	PENSIÓN
	TOPE PENSIONES


Expediente:15-000432-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858.


	PENSIÓN
	REGLAMENTO ACTUARIAL PARA LOS REGÍMENES DE PENSIONES


Expediente:15-010347-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo15 del Reglamento Actuarial para los Regímenes de Pensiones creados por Leyes especiales y Regímenes Públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, publicado en la Gaceta N° 135 del 13 de julio del 2005. 



	PENSIONES ALIMENTARIAS
	EXCEPCIONES PARA EL APREMIO CORPORAL POR PENSIÓN ALIMENTARIA


Expediente:15-008413-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias en cuanto se aplica a menores de edad, por estimarlo contrario a los artículos 1, 7, 51 y 55 de la Constitución, 37 inciso b) de la Convención sobre los Derechos del Niño y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	ACTUALIZACIÓN INDEXATORIA DE LAS PENSIONES ALIMENTARIAS


Expediente:15-014175-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de los Juzgados de Pensiones Alimentarias y los Juzgados de Familia, en materia de actualización indexatoria de las deudas alimentarias, pactadas por mutuo consentimiento en moneda dólar de los Estados Unidos de Norteamérica, en el sentido de aplicar los criterios del artículo 58 de la Ley de Pensiones Alimentarias, como si se tratase de una obligación en colones, por estimarlos contrarios a los derechos protegidos en los artículos 33, 37 y 45 de la Constitución Política. 

	PETICIÓN
	DERECHO DE PETICIÓN
Expediente: 13-008056-0007-CO

Sentencia: Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 de la Ley de Regularización del Derecho de Petición. No. 9097 del 14-03-2013. Publicada en el Alcance Digital No. 49 del Diario Oficial La Gaceta. 



	PODER EJECUTIVO
	DESTITUCIÓN DE DIRECTIVO DEL BANCO NACIONAL POR PARTE DEL CONSEJO DE GOBIERNO


Expediente:15-013625-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 25 inciso 5) de la Ley No. 1644 de 26 de septiembre de 1953, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional.

	PRESUPUESTO
	PRESUPUESTO DE EDUCACIÓN


Expediente:15-013042-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad planteada por la Presidenta de la ASOCIACIÓN DE PROFESORES DE SEGUNDA ENSEÑANZA (APSE), para que se declare inconstitucional la omisión de dictar la ley que contempla el párrafo segundo y transitorio II del artículo 78 de la Constitución Política.  

	PROPIEDAD
	LEY DE TITULACIÓN EN ÁREAS PROTEGIDAS


Expediente:14-004297-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Titulación en Inmueble propiedad de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica. No. 9205 del 23 de diciembre del 2013. Publicada en La Gaceta del 26-02-2014.

	PROPIEDAD
	ZONA MARÍTIMO TERRESTRE


Expediente:14-007500-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley Marco para la Declaratoria de Zona Urbana Litoral y su Régimen de Uso y Aprovechamiento Territorial. No. 9221



	PROPIEDAD
	RECONOCIMIENTO DE DERECHOS DE LOS HABITANTES DEL CARIBE SUR


Expediente:14-019174-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de inconstitucionalidad contra la  LEY NÚMERO  9223 DEL 10 DE MARZO DE 2014.



	PROPIEDAD
	SEGREGACIÓN DE CORREDOR FRONTERIZO PARA OPERACIÓN DE INSTITUCIONES ESTATALES


Expediente:15-006655-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra Ley para regular la creación y el desarrollo del puesto fronterizo Las Tablillas, Ley No. 8803, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 125 de 29 de junio de 2010, así como contra el Reglamento a esa ley, Decreto Ejecutivo No. 38628-MP-H-COMEX-MINAE-SP-G, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 60 de 26 de marzo de 2014. 

	SALUD
	DECRETO DE FECUNDACIÓN IN VITRO


Expediente:15-013929-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo N° 39210-MP-S denominado “AUTORIZACIÓN PARA LA REALIZACIÓN DE LA TÉCNICA DE REPRODUCCIÓN ASISTIDA DE FECUNDACIÓN IN VITRO Y TRANSFERENCIA EMBRIONARIA” del 10 de septiembre de 2015, publicado en La Gaceta N° 178 del 11 de setiembre de 2015.

	SALUD
	ACREDITACIÓN DE LA DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A PROGRAMAS SELECTIVOS Y DE SALUD


Expediente:15-015096-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 36042-S "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud", del 10 de mayo de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 118 del 18 de junio de 2010. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	ESTUDIOS DE EVALUACIÓN Y CALIFICACIÓN DE LA CALIDAD DEL SERVICIO DE TRANSPORTE REMUNERADO DE PERSONAS


Expediente:14-015798-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 13, 25, 26, y los transitorios II y III del Decreto Ejecutivo número 28833-MOPT, Reglamento para la Evaluación y Calificación de la Calidad del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas. Los artículos 25 y 26 del Reglamento de cita.

	TRABAJO
	INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE LA LEY DE INCENTIVOS MÉDICOS


Expediente:13-001625-0007-CO
Sentencia: Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra la interpretación auténtica de los artículos 5 y 13 de la Ley de Incentivos de Profesionales en Ciencias Médicas del 22-12-1982. No. 6836

 


	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL


Expediente:14-016543-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la frase final del artículo 10 de la IV Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad Nacional. 

	TRABAJO
	PERIODO DE PRUEBA EN EL PODER JUDICIAL


Expediente:15-012720-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por así haberlo dispuesto el Pleno de esta  Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra el ACUERDO DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL DADO EN LA SESIÓN 102-09 ARTÍCULO LIV DEL 10 DE NOVIEMBRE DEL 2009 Y CONTRA LOS ACUERDOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA, DADOS EN SESIÓN 01-10 ARTÍCULO XVII DEL 05 DE ENERO DE 2010 Y LA SESIÓN CJ-21-2009 ARTÍCULO III DEL 08 DE JUNIO DE 2009. 

	TRABAJO
	NOMBRAMIENTO DE LOS JEFES DE LAS UNIDADES ADMINISTRATIVOS EN LA UNED


Expediente:15-013878-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso ch2) del artículo 25 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal a Distancia por estimarlo contrario a los artículos 11, 39 y 192 de la Constitución Política.

	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE


Expediente:15-016539-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el  artículo 107 de la Convención Colectiva de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE).  


	TRANSITO
	BENEFICIARIOS DE PÓLIZA DE TRÁNSITO EN CASO DE MUERTE


Expediente:14-017655-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 76 inciso f) de la Ley de Tránsito. 
 

	TRIBUTARIO
	
INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE LA LEY SOBRE VENTA DE LICORES


Expediente:14-001913-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 de la Ley 6796 “Interpretación Auténtica del Artículo 37 de la Ley sobre Venta de Licores”. 


	TRIBUTARIO
	IMPUESTO A CASINOS


Expediente:14-009632-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 incisos a, b y c y 11 de la Ley de Impuestos a Casinos y Empresas de Enlace de llamadas de Apuestas Electrónicas. Ley No. 9050



	TRIBUTARIO
	LIQUIDACIÓN TRIBUTARIA DE OFICIO


Expediente:14-011798-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y el artículo 182 y 183 del Reglamento de Procedimiento Tributario. Decreto Ejecutivo No. 38277-H del 07 de marzo del 2014.


	TRIBUTARIO
	COBRO DE IMPUESTOS MUNICIPALES A CONCESIONARIOS DEL ESTADO


Expediente:15-006132-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3.d de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de cantón de Esparza, Ley número 9111. 

	TRIBUTARIO
	IMPUESTO DE BIENES INMUEBLES PARA TERRENOS DE USO AGROPECUARIO


Expediente:15-011582-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad interpuesta por DEFENSORA DE LOS HABITANTES DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA contra el artículo 24 del Decreto 38022-MAG-H, Reglamento a la Ley de Regulaciones Especiales sobre la aplicación de la ley número7509 –Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles- para terrenos de uso agropecuario." 

	TRIBUTARIO
	IMPUESTO AL CEMENTO


Expediente:15-012160-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1º de la Ley 6849 de 18 de septiembre de 1983, Ley del Impuesto del cinco por cierto sobre la venta del cemento producido en Cartago, Guanacaste y San José. 

	TRIBUTARIO
	TRIBUTO PARA LA VENTA DE PALMA PRODUCIDA EN CORREDORES


Expediente:15-012410-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo trece de la Ley de Impuestos Municipales de Corredores, número 7139 y sus reformas.
 

	TRIBUTARIO
	IMPUESTO A MOTELES


Expediente:15-014593-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 63 de la Ley No. 8343 “Ley de Contingencia Fiscal”. 
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	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	SE ACUSA QUE ANIDACIÓN DE TORTUGAS FUE OBSTACULIZADA POR TURISTAS QUE NO CUMPLIERON CON LA REGLAMENTACIÓN

Expediente:15-013969-0007-CO
Sentencia:019344-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA, MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y LA MUNICIPALIDAD DE SANTA CRUZ, GUANACASTE. El presente amparo, los recurrentes acusan que el 4 de setiembre de 2015, como parte de una gira académica de la Universidad de Costa Rica, se apersonaron a la playa para observar la arribada de tortugas; sin embargo, encontraron una gran cantidad de personas tomando fotografías con todo tipo de aparatos electrónicos, obstruyendo el paso de las tortugas, lo cual ahuyentaba a las hembras, las cuales regresaban al mar sin anidar; y a altas horas de la noche del mismo día, se observó el ingreso de grupos de personas sin los respectivos guías estipulados en el Reglamento de uso público de Ostional, con focos de luz blanca, las cuales son prohibidas por el mismo (elenco fotográfico). Alegan que la misma situación continuó el 5 de setiembre siguiente, pese a la presencia de la Fuerza Pública, quienes indicaron que no era de su competencia regular dichos acontecimientos. En su criterio, la reglamentación citada posee vacíos, entre ellos la aplicación del principio precautorio y preventivo en materia ambiental. El amparo, se enfoca, entonces, desde la perspectiva de la protección del derecho al medio ambiente que implica salvaguardar el Refugio de actividades diversas a la de su conservación. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) En relación con la preservación de la belleza natural y del medio ambiente, así como de la vigilancia que sobre el particular debe ejercer el Estado, se cita el voto 5893-95. b) Mediante la Ley número 8325 del 28 de noviembre de 2002, se declaró de interés ecoturístico algunos de los sistemas de anidamiento y desove de tortugas marinas, dentro de los que se encuentra el Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional, y la Asociación de Desarrollo Integral de Ostional, conformada por vecinos de la zona, creó un plan en el cual se desarrollara una relación simbiótica, donde a cambio de brindar protección a las tortugas y a la zona, los pobladores pudiesen optar por un porcentaje de los huevos. C) En este caso concreto, señala la Sala que lo acusado por los accionantes, conlleva la estimatoria de este recurso, pues se ha tenido por demostrado que las autoridades responsables de la protección de la biodiversidad en el Refugio Nacional de Vida Silvestre de Ostional, en este caso el Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente y Energía, omitieron tomar de forma previa y en resguardo del principio precautorio en materia ambiental, las medidas administrativas correspondientes para regular de manera efectiva el ingreso de particulares al refugio nacional. Si bien es cierto trataron de solventar la situación con una serie de medidas para la arribada acontecida del 22 al 28 de setiembre, a juicio de este Tribunal, dichas medidas son insuficientes si no se elabora un plan de acción y control a futuro para las próximas arribadas. Debido a lo expuesto, procede la estimatoria del recurso bajo las consideraciones que se dirán en la parte dispositiva. D) Respecto a la Fuerza Pública y a la Municipalidad de Santa Cruz. Según se observa de los informes aportados y la prueba adjunta, en primer plano respecto a la Fuerza Pública, se tiene que constituye un órgano coadyuvante al cual se le solicitó su colaboración en el sitio de forma tardía. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada omisión del Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente y Energía en ejecutar las acciones y medidas respectivas con la finalidad de coordinar un operativo que hubiera sido eficaz para recibir la visitación turística en la arribada de la tortuga lora entre el 3 al 5 de setiembre de 2015, en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional. Lo anterior, en perjuicio del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, garantizado en el artículo 50 de la Constitución Política. Se le ordena a Patricia Madrigal Cordero, Viceministra de Ambiente y Energía, así como a Julio Jurado Fernández, Director Ejecutivo y a Nelson Marín Mora, Director Regional del Área de Conservación Tempisque, ambos del Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente y Energía, que de manera inmediata establezcan un plan transitorio (o temporal) de acción para el ingreso ordenado de los diversos grupos de personas que recibe mensualmente el Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional, el cual deberá ser acorde con las reglas dispuestas en el Reglamento de Uso Público de Ostional. De igual forma, se les ordena que en el plazo de tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, elaboren de forma coordinada y en conjunto con las dependencias que correspondan, un plan de acción o control preventivo para visitación de turistas al Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional, mismo plazo en el cual deberá implementarse con la finalidad de reforzar la protección al ambiente, y en especial, a la fauna marina de dicha área silvestre. En lo que respecta a la Fuerza Pública y a la Municipalidad de Santa Cruz, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.

	ASOCIACIÓN
	SE ANULA EXPULSIÓN DE ASOCIACIÓN REALIZADA SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:15-015664-0007-CO
Sentencia:018964-15

Recurso de amparo contra LA ASOCIACIÓN CENTRO CARISMÁTICO VIDA ABUNDANTE, ASAMBLEA DE DIOS PÉREZ ZELEDÓN. Alegan los recurrentes que son socios fundadores de la recurrida. Indican que mediante documento del 21 de agosto de 2015, la Junta Directiva les notificó que se procedía a suspenderlos y expulsarlos de la organización, por cuanto aparentemente se habían presentado ante miembros de la Congregación a mal informar a dichas personas. Señalan que presentaron un escrito donde se referían a los alegatos planteados, con el fin de ejercer su defensa. Afirman que las causales invocadas por la recurrida resultan falsas, y, además, no se encuentran dentro de los supuestos establecidos por el pacto constitutivo de la organización, como motivos de expulsión. Aducen que a pesar de que hicieron ver a la Junta Directiva de la recurrida una serie de injusticias y anomalías que se estaban cometiendo en su contra, ésta dispuso desafiliarlos. En reiteradas ocasiones, esta Sala ha hecho hincapié en la obligación que tienen las asociaciones de tutelar el debido proceso, conforme lo dispuesto por los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, para lo cual debe otorgarse a los asociados una audiencia en la que se les informe en forma clara sobre los hechos que se les imputan, de forma tal que estos puedan ejercer adecuadamente su derecho de defensa antes de ser sancionados (véase en ese sentido la sentencia número 2011-2821 de las 10:28 del 4 de marzo de 2011). Precisamente, en el caso en estudio, el Tribunal considera que los accionantes sí llevan razón en su reclamo, pues de la prueba que consta en el expediente se comprueba que la recurrida procedió a expulsar a los tutelados sin que de previo se llevara a cabo procedimiento alguno en el que se otorgara a los interesados la oportunidad de ejercer su defensa, violentando así sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al debido proceso. Se anulan los oficios del 21 de agosto de 2015, por los que la Junta Directiva de la Asociación Centro Carismático Vida Abundante, Asamblea de Dios Pérez Zeledón expulsó a los tutelados, y se restituye a éstos en el pleno goce de sus derechos. Se condena a la Asociación Centro Carismático Vida Abundante, Asamblea de Dios Pérez Zeledón al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.

	EDUCACIÓN
	SE ACUSA QUE NO LA ADMITEN EN COLEGIO CERCANO POR NO APROBAR EXAMEN

Expediente:15-017354-0007-CO
Sentencias:019669-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA (MEP). La accionante interpone recurso de amparo a favor de una menor de edad. Aduce que la amparada se apersonó al CTP del INVU Las Cañas en Desamparados de Alajuela a fin de matricularse para cursar sétimo año en el 2016; sin embargo, al no aprobar el examen de admisión, se le denegó la matrícula. Alega que dicho centro educativo es el que le corresponde a la amparada por cercanía geográfica. Estima vulnerado el derecho fundamental a la educación. Sobre el tema, se cita el voto 19056-15.  En el caso concreto, consta que la renuencia a matricular a la tutelada en este centro educativo no responde a una actuación arbitraria por parte de la Administración, sino que atiende a la reprobación de los parámetros objetivos establecidos por el colegio para la admisión de nuevos estudiantes. Así las cosas, se concluye que el derecho a la educación de la amparada –el cual no implica el derecho de estudiar en determinado centro de educativo– no se ha vulnerado en la especie. En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	INFORMACIÓN
	PUBLICACIÓN DE SALARIOS DE FUNCIONARIOS DEL ICE, CON NOMBRES Y NÚMEROS DE CÉDULA

Expedientes:15-010286-0007-CO
Sentencia:019330-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL Y OTTO GUEVARA GUTH. Alega el recurrente que el once de julio pasado el recurrido, Otto Guevara Guth, difundió a través de su perfil de la red social Facebook, un archivo en formato PDF (cargado en la aplicación de almacenamiento en la nube Google Drive) que contiene información detallada de la planilla del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), ordenada por cédula, nombre completo, monto de salario respectivo y puesto. Dice que por si esto fuera poco, el recurrido difundió esta información también a medios de comunicación, tal como se afirma en una publicación del diario La Nación de catorce de julio de dos mil quince, titulada "ICE paga a misceláneos y peones hasta 1,4 millones", en la que ese periódico reprodujo parte de los datos difundidos. Indica que en su condición de trabajador del ICE, la información personal relativa al salario que recibe y el puesto que desempeña dentro de la institución, así como su nombre completo y cédula, aparecen incluidos dentro del archivo mencionado, sin su consentimiento o autorización, de forma que cualquier tercero puede acceder a estos datos que considera corresponden a la esfera de su vida privada, con diversas implicaciones posibles. Manifiesta que aunque esta información se encuentra en una base de datos de acceso público (SICERE) administrada por la Caja Costarricense de Seguro Social, sabe que la misma únicamente tiene como fin el suministro de insumos para la misma institución de seguridad social, para su verificación y control de los salarios reportados, y eventualmente para uso informativo sobre él, pero dicha base de datos no fue creada para que su información ni la de ningún trabajador sea difundida por terceros y mucho menos para que terceras personas (físicas o jurídicas) puedan tener acceso libre a la misma sin su consentimiento, por lo que fue obtenida en forma irregular por parte del recurrido Guevara Guth. Alega que esta publicación ilegal de sus datos personales de nombre, cédula y puesto, asociados a un salario, trae consigo diversas implicaciones para él, especialmente en cuanto a su buen nombre e imagen, pues se le exhibe ante la opinión pública en forma ilegítima, irregular y con base en información obtenida por vías que no son las legalmente establecidas al efecto. Dice más allá del fin para el que se creó y existe esta base de datos de SICERE, considera que la difusión de su información -que estima estrictamente privada-, junto a la del resto de la planilla le expone, le difama y le compromete públicamente, simplemente para responder a un conjunto de fines eminentemente políticos del recurrido Guevara Guth, pues se está utilizando con el objetivo de generar un ambiente mediático favorable a impulsar proyectos como la Ley de Empleo Público (#19431), que la fracción legislativa del propio Movimiento Libertario al que pertenece el recurrido, introdujo en la corriente legislativa con el fin de modificar la actual estructura de salarios públicos y derechos adquiridos, todo a través del cuestionamiento y desprestigio ante la opinión pública del conjunto de trabajadores estatales y los salarios que reciben, complementado con peticiones públicas de reducir la planilla del ICE.  Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo, da razones adicionales. Los Magistrado Cruz Castro y Hernández Gutiérrez,  ponen notas separadas. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	INFORMACIÓN
	EL VALOR FISCAL DE LAS PROPIEDADES ES INFORMACIÓN PÚBLICA

Expediente:15-016399-0007-CO
Sentencia:018980-15

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE HEREDIA.  El recurrente reclama que el 06 de julio del 2015 se apersonó ante el Departamento de Catastro de la Municipalidad de Heredia y solicitó información del valor fiscal de una finca, la cual fue denegada ya que no era el propietario del inmueble, ni se encontraba autorizado por estos. Por otra parte, el formulario para solicitar la certificación del valor fiscal de una finca indica que “Para solicitantes NO propietarios, debe aportarse la documentación pertinente que lo acredite legal y suficientemente para esta gestión, sea como autorizado, representante o interesado sobre un trámite de fondo legal”. Acusa que pidió la certificación al ser él un interesado en el trámite del fondo legal de la propiedad, sin que la autoridad recurrida se la haya brindada. En este caso, sobre el tema planteado se cita el voto 002145-06. En el caso concreto, la autoridad recurrida indica que dicha solicitud le fue negada con fundamento en el artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Nótese además que el artículo 27 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Ley número 7509, dispone que “El valor de las propiedades es público. Cada municipalidad podrá publicar, trimestralmente, la lista de los contribuyentes que se encuentren en mora”. Así las cosas, el valor fiscal que le otorgó la Municipalidad es una información de carácter público, motivo por el cual la autoridad recurrida se encontraba en la obligación de facilitar esa información al amparado. En mérito de lo expuesto, el presente recurso debe ser estimado, como en efecto se ordena. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a José Manuel Ulate Avendaño en su condición de Alcalde Municipal de Heredia, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que -de manera inmediata- a la comunicación de esta sentencia, proporcione al amparado la información que solicitó en fecha 6 de julio del 2015.

	INFORMACIÓN
	NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE PROGRAMA DE PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES

Expediente:15-017042-0007-CO
Sentencia:019365-15

Recurso de amparo contra EL FONDO NACIONAL DE FINANCIAMIENTO FORESTAL DEL MINAE. El recurrente alega que el amparado, a inicios del mes de setiembre del año en curso, el amparado solicitó vía correo electrónico a la autoridad recurrida, información general sobre requisitos para la revisión de expedientes y contratos generados a favor del Programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA). No obstante, se le indicó que de no ser beneficiario, es necesario contar con la respectiva autorización por parte del beneficiario, en cumplimiento a la Ley de Protección de Datos, para así facilitarle el expediente. Considera que anterior respuesta lesiona su derecho de acceso a la información de carácter público. Sobre el derecho de acceso a la información pública se cita el voto 9428-15. Sobre las vertientes del acceso a la información administrativa ad intra y ad extra, se cita el voto 4637-04,  reiterado en la sentencia 7381-15. Finamente, este Tribunal estima que se ha producido una lesión a los derechos fundamentales del amparado, específicamente, al derecho de acceso a la información de los departamentos público, derecho contenido en el artículo 30 de la Constitución Política. Lo anterior por cuanto se logró acreditar la limitación de acceso a los expedientes de Pago de Servicios Ambientales para terceras personas que no son beneficiarios o parte en estos procedimientos. En ese sentido, en la doctrina sentada por parte de este Tribunal Constitucional, a través de su jurisprudencia, se aprecia que las limitaciones del acceso a la información pública deben imponerse como excepciones, no pudiéndose convertir en la regla al impedir el acceso a la información contenida en los archivos públicos –tal y como pareciera aplicarse en el caso concreto-. Si bien la Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales limita el acceso a la información de los datos considerados como sensibles o restringidos, lo cierto es que esa limitación no cobija la totalidad de los datos y documentos contenidos en un expediente y, por el contrario, se limita a los datos catalogados, por la citada Ley, como sensibles o restringidos y por ello todos los demás datos son accesibles de no existir otra limitación legal o constitucional. Bajo esa inteligencia, esta Sala es del criterio que la información requerida por el recurrente debió ser entregada y no condicionarla a la presentación de una autorización del beneficiario del pago de servicios ambientales pues esto no es necesario. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a JORGE MARIO RODRÍGUEZ ZÚÑIGA y NATALIA HIDALGO JIMÉNEZ, en calidad de Director Ejecutivo y Encargada de la Unidad de Archivo, respectivamente, ambos del Fondo Nacional de Financiamiento Forestal, abstenerse de incurrir nuevamente en los hechos que sirvieron de base a esta declaratoria y, en caso de que el recurrente requiera el acceso a algún expediente se le entregue esa información sin la necesidad de que para ello deba aportar autorización alguna, siempre que se omita entregar datos sensibles o de acceso restringido que existan en un expediente. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y ordena continuar con el trámite del amparo y dar audiencia a la autoridad recurrida para que informe si el correo utilizado por el recurrente es o no un correo institucional u oficial especialmente destinado para recibir peticiones. Asimismo, ordena continuar con el trámite del asunto, a fin de dilucidar el tipo de información que contienen los expedientes relacionados con el Programa de Pago por Servicios Ambientales.

	MIGRACIÓN
	FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN DETENCIÓN DE EXTRANJERO POR PARTE DE MIGRACIÓN

Expediente:15-017645-0007-CO
Sentencia:019298-15

Recurso de habeas corpus contra la DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA. La recurrente alega que la Dirección General de Migración y Extranjería procedió a detener al tutelado que es de nacionalidad Dominicana, con quien contrajo matrimonio el 4 de enero de 2014, cuyo pasaporte le fue sustraído y se encuentra recopilando la documentación para legalizar su permanencia en el país. En este caso se analizan dos temas: a)  Sobre la condición migratoria del tutelado que posee vínculo matrimonial con una costarricense. El solo hecho de que el tutelado se encuentre casado con una costarricense, no es suficiente para obtener la permanencia legal en el territorio nacional, pues de conformidad con lo dispuesto por el artículo 73 de la Ley General de Migración y Extranjería, para solicitar el ingreso o la permanencia de una persona extranjera, deberá demostrarse de forma obligatoria y fehaciente, el conocimiento recíproco entre los contrayentes y la convivencia conyugal, lo cual no ha sucedido en el presente caso, ya que el tutelado no ha presentado solicitud o trámite alguno para ese efecto ante la Dirección General de Migración y Extranjería, por lo que, por este extremo se declara sin lugar el recurso. B) Sobre la medida cautelar de detención ordenada en contra del tutelado. Esta Sala en reiteradas ocasiones ha establecido que es competencia y potestad de la Dirección General de Migración y Extranjería, el procedimiento, orden y ejecución de la deportación de un extranjero con estatus migratorio irregular o ilegal en el país. Así la posibilidad de restringir su libertad durante un plazo racional para hacer efectiva su deportación, pero ello tomando en consideración las condiciones particulares de cada caso. Por ello, la administración debe ponderar todas aquellas circunstancias que pondrían en peligro o no el sometimiento del extranjero al procedimiento, tales como su arraigo familiar, laboral, domicilio, etc., y acorde a ello dictar la resolución, en la cual debe justificar las razones por las cuales se ordena la detención y, por las cuales no es procedente aplicar alguna de las otras medidas, lo cual se echa de menos en la resolución dictada por la Dirección General de Migración y Extranjería, por lo que, se estima que la detención ordenada y ejecutada en contra del tutelado, ha sido arbitraria ha sido arbitraria por infundada. Se declara parcialmente con lugar el recurso por vulneración al derecho a la libertad del tutelado. Se deja sin efecto la resolución DG-876-2015-CATECI, de las 8:10 horas, del 24 de noviembre de 2015, con todas sus consecuencias, ordenando la inmediata libertad del amparado. Igualmente, se ordena a la Administración que disponga la vinculación al proceso de la persona favorecida con este recurso, a través de resolución debidamente fundada. 

	MINORÍAS
	SE CURSA AMPARO POR NEGATIVA A SOLICITUD DE REASIGNACIÓN DE CAMBIO DE SEXO EN ASIENTOS REGISTRALES

Expediente:15-018180-0007-CO
Sentencia:019786-15

Recurso de amparo contra la ASAMBLEA LEGISLATIVA, el TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES, el MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO y el MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA. El recurrente estima lesionados sus derechos a la identidad de género y de no discriminación por razón de su orientación sexual, toda vez que, se realizó una operación de reasignación de sexo, por lo cual acudió al Tribunal Supremo de Elecciones con el fin que cambiara su nombre y sexo en los asientos registrales; no obstante, la autoridad recurrida declaró sin lugar su petición por considerar que no debía resolverse en la vía administrativa y lo remitió a la vía judicial. De otra parte, estima lesionado su derecho de petición, toda vez que, con fines de investigación, interpuso varias solicitudes de información dirigidas al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, Ministerio de Presidencia y a la Asamblea Legislativa; empero, no ha recibido respuesta alguna. En este caso, se analizan los siguientes temas: a) SOBRE EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO Y EL MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA. En cuanto a las gestiones que el recurrente aduce haber interpuesto ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y el Ministerio de la Presidencia,  acredita esta Sala que no lleva razón el recurrente en cuanto a la alegada lesión a su derecho de petición por parte de dichas autoridades, toda vez que sus gestiones fueron atendidas según se indicó. Con fundamento en lo anterior,
en cuanto a la alegada lesión del derecho fundamental de petición por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y del Ministerio de la Presidencia, se rechaza por el fondo el recurso. B) SOBRE EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES Y LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. El recurrente alegó que el Tribunal Supremo de Elecciones le denegó su gestión de cambio de nombre y sexo en su asiento registral y lo remitió a la vía judicial, lo que estima contrario a su derecho a la identidad de género y no discriminación por razón de su orientación sexual. Asimismo, acusó una omisión de la Asamblea Legislativa de atender su solicitud de información del 13 de octubre de 2015, respecto a legislación relacionada con el derecho a la identidad personal, toda vez que, según indica, por oficio No. Pres.-ROF-415-2015 se asignó al Departamento de Servicios Técnicos realizar un informe, pero no ha recibido contestación alguna. Sobre tales extremos, estima esta Sala que el asunto es admisible con el fin de conocer sobre dichas situaciones. C) Désele curso a este asunto, únicamente, en cuanto a la denegatoria del Tribunal Supremo de Elecciones de la solicitud del actor de cambio de nombre y sexo en su asiento registral, así como, respecto a la omisión de la Asamblea Legislativa de contestar su solicitud de información de 13 de octubre de 2015. En cuanto a lo demás, se rechaza por el fondo.

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA A LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE REPARAR Y RECONSTRUIR EL CORDÓN DE CAÑO EN AVENIDA 10 EN UN PLAZO DE SEIS MESES

Expediente:15-015156-0007-CO
Sentencia:018962-15

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. El recurrente, estima lesionados sus derechos fundamentales, pues las autoridades de la Municipalidad de San José, no han atendido las denuncias que ha realizado sobre un problema de contaminación en avenida 10, calles 8 y 10, producto de la falta de recolección de basura y el colapso de las alcantarillas, lo que además produce mal olor y estancamiento de aguas. En esta sentencia se analiza el tema de las obligaciones para las municipalidades, indicando expresamente que este Tribunal, en su jurisprudencia, ha reconocido la obligación de las Municipalidades de ejecutar acciones eficaces y céleres, en función de las necesidades de la circunscripción territorial asignada a cada corporación municipal, y que se encuentra íntimamente ligado al elemento de población. De esta forma, las Municipalidades están en la obligación de dictar y ejecutar políticas de planeamiento urbano con apego a las leyes, que garanticen el desarrollo eficiente y armónico de los centros urbanos. Estas políticas, deben alcanzar la prestación de servicios de electrificación y comunicación, buenos sistemas de provisión de agua potable y la evacuación de aguas servidas, adecuados sistemas de acueductos y alcantarillado, sistemas de iluminación y ornato de las ciudades; servicios de construcción, reparación y limpieza de calles y otras vías públicas. En el caso concreto, se tiene por demostrado que, a pesar de que fue atendida la gestión presentada por el recurrente ante la corporación municipal, persiste la acumulación de aguas servidas, sin que estas estén siendo tratadas y se indica en la Sección de Construcción y Mantenimiento de la Municipalidad recurrida, que si bien, existe la necesidad de reconstruir los caños y cunetas, actualmente no es posible tal obra, pues incluiría la colocación de cien metros de tubería adicional. Tal alegato, no es recibo por esta Sala. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Sandra García Pérez, en su condición de Alcaldesa Municipal, y a María Eugenia Rivera Araya, en su condición de Presidenta del Concejo Municipal; ambas funcionarias de la Municipalidad de San José, o a quienes ejerzan esos cargos que, de acuerdo a sus competencias dispongan de lo necesario, para que en el plazo de SEIS MESES, término contado a partir de la notificación de la presente sentencia, se realicen las obras necesarias para la reparación y reconstrucción del cordón de caño que se ubica en avenida 10, calles 8 y 10, y sean tratadas las aguas servidas en dicha localidad. La Magistrada Hernández López pone nota separada. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.-

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA SUSTITUIR SISTEMA DE DRENAJE

Expediente:15-014926-0007-CO
Sentencia:018961-15

Recurso de amparo contra el ALCALDE y el PRESIDENTE DEL CONSEJO, ambos de la MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA. Reclama la recurrente que debido a construcción de unas aceras frente a su casa, se generan inundaciones en la comunidad cada vez que llueve, ya que el agua no desfoga, porque la obra no contó con cunetas, ni cajitas de registro, generándose así peligros de salubridad pública y de derrumbes de las viviendas. Ello, a pesar de las múltiples quejas y denuncias planteadas ante la Municipalidad. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) SOBRE EL BUEN FUNCIONAMIENTO DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS y se cita la sentencia 07532-04. b) SOBRE LA CONSTRUCCIÓN DE ACERAS y se cita el voto 14850-06. c) Finalmente, sobre el caso concreto se colige de los autos, que la omisión del Gobierno Local recurrido de ejecutar de obras necesarias para el libre tránsito de los munícipes en el lugar indicado conculca los derechos fundamentales de la recurrente y lo que procede es estimar el recurso, como en efecto se hace. d) Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Ana Lucía Madrigal Faerron, en su condición de Alcaldesa Municipal del Cantón de Goicoechea, que adopte las medidas necesaria y tomen las acciones pertinentes dentro de su respectivo ámbito de competencia, para que dicha Municipalidad sustituya el sistema de drenaje debajo de la acera que pasa frente a la propiedad de la recurrente, por uno que tenga suficiente capacidad hidráulica, de modo que evite las inundaciones en el lugar. Asimismo deberá realizar la recolección de basura tradicional y la limpieza de los caños para que el sistema de drenaje no se obstruya y funcione de manera correcta, de modo que se dé una solución a la problemática que afecta el libre tránsito para los transeúntes en el lugar. Lo anterior en el plazo de DOS MESES a partir de la notificación de esta sentencia. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso.

	MUNICIPALIDAD
	CIERRE DE CALLE FRENTE A CENTRO EDUCATIVO EN SAN JOAQUÍN DE FLORES

Expediente:15-014269-0007-CO
Sentencia:018957-15

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE FLORES. Señala el recurrente que la Escuela Estados Unidos de América, ubicada en San Joaquín de Flores, cierra el paso por el tramo de la calle 2 entre las avenidas central y primera, mediante un sistema de aguja, la cual se encuentran frente a ese centro educativo, lo anterior, en horario de 6:00 a.m. y hasta las 16:00 p.m. de lunes a viernes, situación que imposibilita el libre acceso y viola su libertad de tránsito. De los informes rendidos por parte de las autoridades del centro educativo, así como de las pruebas aportadas a los autos, se desprende que, efectivamente, el cierre de las calle frente al centro educativo obedece a la protección de los menores educandos para ser trasladados a la plaza ubicada al frente, por lo cual en aras de la protección especial que emana del ordenamiento jurídico con un grado superior a la leyes ordinarias, específicamente el derecho al interés superior de los menores, procede la tutela especial por tratarse de un derecho que ha sido ponderado en una escala superior de las normas que integran dicho ordenamiento. Así las cosas, en atención a las justificadas razones que aplican al caso concreto y, al considerar la existencia de otras vías complementarias para transitar, así como la temporalidad del cierre, no se tiene por vulnerada la libertad de tránsito que solicita el recurrente le sea amparada en el presente recurso. Se declara SIN LUGAR el recurso.

	PENAL
	SE ACUSA PRÓRROGA DETENCIÓN POR MÁS DEL PLAZO PERMITIDO

Expediente:15-017778-0007-CO
Sentencia:019233-15

Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. Manifiesta el recurrente que en contra del tutelado se sigue la causa por el delito de desobediencia a la autoridad. Manifiesta que el tutelado fue diagnosticado con esquizofrenia paranoide. Comenta que el 19 de octubre de 2015 su representado fue aprehendido y el Juzgado Penal de Heredia dispuso su internamiento en CAPEMCOL por un plazo de un mes, el cual venció el 20 de noviembre de 2015. No obstante, fue prorrogado por quince días más, irrespetando el plazo máximo por el cual puede darse el internamiento. Después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica que no ha existido violación a la libertad personal del tutelado. Lo anterior, por la necesidad procesal, según lo manifestado por las partes, de aclarar las pericias psiquiátricas que constan en el expediente y las partes no presentaron apelación. Por consiguiente, no se constata que la prórroga de la medida de internamiento por quince días haya sido desproporcionada o irracional. Se declara sin lugar el recurso.

	PENITENCIARIO
	SE DENUNCIAN RESTRICCIONES EN LLAMADAS INTERNACIONALES PARA PRIVADOS DE LIBERTAD

Expediente:15-017197-0007-CO
Sentencia:019372-15

RECURSO DE AMPARO CONTRA EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD Y EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ. El recurrente explica que se encuentra privado de libertad en el CAI La Reforma. Acusa que las autoridades penitenciarias y del Instituto Costarricense de Electricidad le impiden recibir llamadas internacionales por lo que restringe la comunicación con su familia que reside en Nicaragua y Guatemala. Tampoco puede asumir el costo de las llamadas. En este caso se analizan los siguientes temas: a) Sobre la comunicación de los privados de libertad con el mundo exterior. Se cita el voto 07982-05. b) Sobre la comunicación de los privados de libertad extranjeros. Se cita el voto 4212-07. c) En el caso concreto, se descarta la lesión a los derechos fundamentales del tutelado. La Sala tiene por demostrado que el amparado quién se encuentra privado de libertad en al ámbito f del Centro de Atención Institucional La Reforma se le garantiza al igual que a los demás privados el derecho a la telecomunicaciones internacionales mediante las llamadas internacionales salientes. Es importante destacar que la restricción de llamadas internacionales entrantes en teléfonos públicos ubicados en los Centros Penitenciarios fue dispuesto por el Instituto Costarricense de Electricidad fundamentado en situaciones de fraude que se presentaron el pasado. En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Se declara SIN LUGAR el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y rechaza de plano el recurso.

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	SE ANULA AUDIENCIA EN PENSIONES ALIMENTARIAS PORQUE NO SE ENCONTRABA PRESENTE EL DEMANDADO

Expediente:15-016004-0007-CO 
Sentencia:018821-15

Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DE HATILLO. La recurrente acusa que el amparado ha hecho pago de la deuda alimentaria; sin embargo, se ordenó apremio corporal en su contra. Reclama que la beneficiaria cumplió 18 años, sin que hubiera ratificado sus derechos en el expediente alimentario. Acusa que se llevó a cabo una audiencia de conciliación y evacuación de prueba sin la presencia del tutelado, debido a que la parte recurrida no lo llevó al despacho judicial a la hora de su celebración. Tras analizar los autos, la Sala tuvo por acreditado que el amparado efectivamente no fue presentado a la audiencia por las autoridades. Asimismo, la Sala tuvo por acreditado una divergencia en las horas, pues se observa que la hora de presentación establecida por el Juzgado en la orden de remisión eran las 9:00 horas del 4 de noviembre de 2015, mientras que la resolución respectiva había fijado la audiencia para las 13:30 horas de ese día. Según manifestó la Jefatura de la Sección de Cárceles, fue a causa de este error que el amparado no pudo hacerse presente a la hora de la audiencia. La Sala constató el error apuntado, lo que ocasionó que el amparado no pudiera presentarse en la audiencia de conciliación y recepción de prueba, en perjuicio de sus derechos. En consecuencia, se declara con lugar el extremo, se anula la audiencia realizada y se ordena su reprogramación para el plazo máximo de un mes. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto a la ausencia del amparado en la audiencia de conciliación y recepción de prueba. En consecuencia, se anula la audiencia de conciliación y recepción de prueba realizada a las 14:00 horas del 4 de noviembre de 2015 por el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo. Se ordena a José Manuel Chaves Redondo, en su condición de Juez a.i. Coordinador del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo, o a quien ocupe ese cargo, que se reprograme la audiencia anulada a fin de que se realice dentro del plazo máximo de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución. 

	PODER EJECUTIVO
	FALTA DE REGLAMENTACIÓN DE LEY CONTRA TRATA DE PERSONAS Y EJECUCIÓN DE RECURSOS INCUMPLE COMPROMISOS CON CONVENIO INTERNACIONAL

Expediente:15-016744-0007-CO
Sentencia:019359-15

Recurso de amparo contra EL MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO, EL MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA Y SEGURIDAD PÚBLICA, MINISTRO DE JUSTICIA Y PAZ, MINISTRO DE LA CONDICIÓN DE LA MUJER, MINISTRO DE LA PRESIDENCIA, MINISTRO DE SALUD, MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, PRESIDENTE DE EJECUTIVO DEL INSTITUTO NACIONAL DE LA MUJER. Los recurrentes acusan que la omisión del Poder Ejecutivo de Reglamentar la Ley 9095 “Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas lesiona la Constitución Política e instrumentos internacionales de Derechos Humanos como el “Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, en particular mujeres y niños, aprobado por Ley N 8315 del 4 de noviembre de 2002 y la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, ratificado por el Costa Rica por Ley número 8302 del 27 de junio de 2003. Por la imposibilidad de utilizar el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes. Además, acusan que la víctimas de trata se verán afectadas por el acuerdo de la Junta Directiva del Inamu que modificó el destino del superávit de 2014-2015, originalmente encausado a financiar la construcción de un albergue para atender a personas rescatadas de la trata, y que sería administrada por la fundación Rahab. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre las obligaciones del Estado Costarricense en razón de la adopción de la “Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” y el "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños”. Se cita la sentencia 8687-02. b) Considera la Sala que la omisión de reglamentar la ley y la falta de ejecución oportuna de los recursos que el Fondo destina al combate y prevención de la trata de personas y migrantes supone el incumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado Costarricense en la “Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional” y el "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños”. C)  En cuanto a las actuaciones de la Junta Directiva del INAMU con respecto al Superávit 2014-2015. La Sala descarta que el acto impugnado cause menoscabo o deterioro de la situación de las víctimas de trata, cuyas necesidades son atendidas por el Estado Costarricense en forma integral. Por lo demás, no procede en el recurso de amparo discutir las razones de legalidad aducidas por la Junta Directiva del INAMU para revocar el acto administrativo impugnado, por lo que los recurrentes deberán acudir, si a bien lo tienen, a la jurisdicción ordinaria. Por lo anterior, el recurso debe ser desestimado en cuanto a este extremo, como se dispone. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente a efectos indemnizatorios, en relación con la omisión de reglamentar oportunamente la Ley N.9095. 

	PODER EJECUTIVO
	SE ORDENA AL PODER EJECUTIVO REGLAMENTAR LO RELATIVO A LAS EMISIONES CONTAMINANTES PRODUCIDAS POR VEHÍCULOS AUTOMOTORES

Expediente:15-015813-0007-CO
Sentencia:019634-15

Recurso de amparo contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), el Ministerio de la Presidencia, el Ministerio de Salud, y el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE). El recurrente acusa que el artículo 38 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Nº 9078 del 26 de octubre de 2012, establece la obligación de control sobre las emisiones de gases contaminantes para todo vehículo automotor que circule en el país y, en consecuencia, determina una obligación para el Poder Ejecutivo de emitir la reglamentación correspondiente a este tema, para lo cual el transitorio XII de esa ley dispuso un plazo máximo de seis meses para emitir la reglamentación; no obstante, han transcurrido tres años desde la entrada en vigencia de la ley y se ha hecho caso omiso a la orden. Estima que tal omisión reglamentaria vulnera el ordinal 50 de la Constitución Política. En este caso se indica lo siguiente: a) En cuanto al tema del control de las omisiones reglamentarias, la Sala ha sentado la obligación del Poder Ejecutivo de ejercer su potestad reglamentaria (se citan los votos 101-90, 016999-07). B) Sobre el caso concreto. Las autoridades recurridas justifican el retraso en la elaboración del reglamento indicado en el hecho de haberse dejado en el olvido tal obligación por parte de Administraciones pasadas. Sin embargo, considera la Sala que ello no justifica que se haya incumplido el deber del Poder Ejecutivo de reglamentar dentro del plazo establecido al efecto por la Ley Nº 9078. Asimismo, se considera que la omisión reglamentaria sí afecta de manera directa el ordinal 50 de la Constitución, al estarse controlando una situación apremiante como lo es la emisión de gases contaminantes con base en disposiciones técnicas que, en la actualidad, podrían estar obsoletas. C) Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se ordena al Poder Ejecutivo, integrado por quienes ocupen los cargos de Presidente de la República, Ministro de Salud, Ministro de Ambiente y Energía, y Ministro de Obras Públicas y Transportes, que dentro del plazo improrrogable de CUATRO MESES a partir de la notificación de esta sentencia, reglamente lo relativo a las emisiones contaminantes producidas por vehículos automotores, conforme se estableció en el artículo 38 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Nº 9078 del 26 de octubre de 2012, así como su Transitorio XII.

	PROPIEDAD
	SE NIEGA BONO DE VIVIENDA A OCUPANTES DE ISLAS

Expediente:15-015540-0007-CO
Sentencia:019468-15

Recurso de amparo contra LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, EL MINISTERIO DE VIVIENDA Y ASENTAMIENTOS HUMANOS Y EL BANCO HIPOTECARIO DE LA VIVIENDA. Alegan los recurrentes que son ocupantes de inmuebles ubicados en Isla Venado, Isla Chira, Isla Caballo, Isla Cedros e Isla Islita. Acotan que se sienten discriminados al negarles el beneficio de bono de vivienda, al alegar los recurridos que no tienen derecho a ese beneficio social, pues habitan en la zona marítima terrestre de esos territorios insulares. Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	ACCESO A INTERINOS EN CONCURSO INTERNO. SE ACUSA QUE EL SERVICIO CIVIL NO HACE EXÁMENES

Expediente:15-012145-0007-CO
Sentencia:019170-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR GENERAL DEL SERVICIO CIVIL y el MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. La recurrente manifiesta que labora en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social desde el año 2012. Sostiene que esa dependencia dio apertura a un proceso que denominan de “promoción interna”. Cuestiona que fue excluida del referido proceso concursal interno, únicamente, por ocupar un cargo en condición de interinidad. Considera que dicha disposición lesiona su derecho al trabajo, de acceso a los cargos públicos y el principio de igualdad. Además, se cuenta con el agravante que la Dirección General de Servicio Civil no ha realizado pruebas ordinarias abiertas para las clases de puestos de su interés desde hace más de una década y el último concurso extraordinario fue hace más de 4 años. En consecuencia, no se realizan pruebas nuevas ni se permite remozar las que se han realizado, con lo cual, no logra aspirar a la estabilidad laboral. Lo anterior, con el agravante que, como se indicó, no le permiten, tampoco, ascender mediante los concursos internos. Este Tribunal Constitucional se ha pronunciado, anteriormente, sobre la limitación impuesta a los funcionarios interinos para participar en los concursos internos de la Administración, se citan los votos 465-13, 13799-11, 1456-13, 13883-15 y 16864-15. En el caso concreto, se verificó, que la amparada fue excluida del procedimiento concursal por estar en condiciones de interinidad, dicha limitación, en criterio de esta Sala, resulta lesiva de los derechos fundamentales de la amparada. Lo anterior, por cuanto, como se examinó, tal exclusión. A ello se le debe sumar el hecho que, según reconocieron las autoridades de la Dirección General de Servicio Civil, la convocatoria para la realización de concursos externos es una facultad discrecional de esa Dirección cuando se considera, por ejemplo, que los Registros de Elegibles existentes podrían estar desactualizados o no contener suficientes oferentes para satisfacer las necesidades de las instituciones y, además, no es válida la práctica de incorporar atestados o actualizar la oferta de servicios cuando el concurso en cuestión está cerrado. Este Tribunal acepta que no le corresponde determinar si resulta o no procedente la apertura de convocatorias a concursos en el Régimen del Servicio Civil, o bien, la actualización de las ofertas ya presentadas, por cuanto, hace referencia a una discusión que escapa a las competencias de esta Sala –la tutela efectiva de los derechos fundamentales–. Pero el panorama sirve para ilustrar la situación en la cual es colocada la amparada y su imposibilidad de acceder a la estabilidad laboral que pretende. Lo anterior, por cuanto, se limita su posibilidad de participar en los concursos de promoción interna que instaura la Administración y, de otra parte, está imposibilitada a participar en concursos externos, dado que, según afirmó –y no fue controvertido por la autoridad recurrida– la Dirección General de Servicio Civil no ha realizado, recientemente, pruebas para las clases de Profesional Jefe de Servicio Civil 2 y 3, siendo que, el último concurso abierto fue uno extraordinario realizado en el año 2011. La limitación cuestionada resulta, de este modo, ilegítima y lesiva de los derechos fundamentales de la amparada. Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a Víctor Morales Mora en su condición de Ministro de Trabajo y Seguridad Social, proceder a coordinar las acciones y girar las órdenes necesarias para tomar en cuenta la oferta presentada por la recurrente, no debiendo tomarse su calidad de funcionaria interina para excluirla de dicho concurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	SE ORDENA A MEP RESOLVER TRASLADO DE FUNCIONARIA TOMANDO EN CUENTA PRINCIPIO DE INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR

Expediente:15-016669-0007-CO
Sentencia:019327-15

Recurso de amparo contra la DIRECTORA DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Alega la recurrente que desde hace casi dos años, ha tenido que trasladarse desde El Roble de Puntarenas –lugar de su residencia-, hasta el Colegio Técnico Profesional Abelardo Bonilla Baldares, ubicado en San Jerónimo de Moravia, donde posee veinte lecciones en propiedad, lo cual le ha causado perjuicios, debido a los costos en el traslado y en el cuido de sus hijos, entre ellos una niña en edad de lactancia y dos más, de los cuales uno fue diagnosticado con el Síndrome de Asperger, ansiedad y depresión infantil. Manifiesta que en el mes de mayo de dos mil quince, realizó el trámite de traslado para el Colegio Técnico Profesional de Puntarenas, donde también trabaja, por cuanto actualmente hay diez lecciones vacantes, con el fin de poder brindar especial atención y cuidado a sus hijos especialmente al que presenta dicho padecimiento. Sin embargo, se le indicó vía telegrama, que no era posible debido a que en la circular DRH-3454-2015 DIR, suscrita por la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, se establecía "no comprometer en propiedad aquellas lecciones de especialidades técnicas que se ubican en Colegios Técnicos Profesionales que se imparten en el último nivel porque se desconoce la continuidad de servicio para el curso lectivo siguiente", además en cuanto a los traslados se dispuso que lo mínimo de lecciones a considerar para efectos de resolver un traslado en propiedad era de veinte lecciones. Estima violentados sus derechos fundamentales debido a que por un lado se imponen una serie de requisitos para poder aplicar a un traslado en propiedad, y posteriormente se dictan nuevas reglas por medio de una circular. Menciona que también se le informó por la misma vía, que no podía realizar el traslado debido a la falta de continuidad del servicio, lo que -en su criterio- resulta improcedente ya que presentó copia de los cuadros de personal donde consta lo contrario. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente por resolver la solicitud de traslado sin tomar en cuenta el interés superior de los menores involucrados. En consecuencia se anulan los oficios DRH-7025-2015-DIR del 21 de agosto del 2015, y DRH-7995-2015-DIR del 05 de octubre del 2015, ambos de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, ordenándose a YAXINIA DIAZ MENDOZA, en su calidad de Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien ocupe dicho cargo, que, dentro del plazo máximo de quince días naturales, contados a partir de la notificación de esta resolución, proceda a resolver la solicitud de traslado efectuada por la recurrente, valorando y tomando en cuenta el interés superior de los menores, hijos de la amparada. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	SE CUESTIONA PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LA INSPECCIÓN JUDICIAL

Expediente:15-015849-0007-CO
Sentencia:019636-15

Recurso de amparo contra la TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL. Explica el recurrente que se sigue procedimiento disciplinario en su contra, en el Tribunal de la Inspección Judicial, no obstante, cuando le notificaron el traslado de cargos y la medida cautelar adoptada de trasladarlo de oficina, no le pusieron en conocimiento de todo el expediente ni de las pruebas aportadas, así como que la resolución que ordena su traslado carece de fundamentación. Además reclama que ha solicitado al Tribunal el acceso electrónico a su expediente, ya que se encuentra incapacitado por psiquiatría, pero aún no tiene acceso a dicho expediente. Estima lesionado su derecho de defensa. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) EN CUANTO AL AGRAVIO RELACIONADO CON LA FUNDAMENTACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA AL RECURRENTE. La discusión planteada por el gestionante, se relaciona más bien, con un análisis de mera legalidad, en cuanto al acuerdo tomado por el Consejo Superior, extrapolando las competencias asignadas a este Tribunal Constitucional, que no funciona como una nueva instancia de revisión de las decisiones administrativas. B) SOBRE EL ACCESO AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO. Consta que no es cierto que el acceso haya sido denegado, sino que, por la propia seguridad del recurrente y, en atención a normativa relacionada con la protección de datos, las claves de acceso al sistema donde se puede revisar el expediente, se otorgan a las partes únicamente de manera personal o por medio de su defensor debidamente apersonado. Sobre el particular, no refiere el gestionante qué impedimento presenta él o su defensor para presentarse a las oficinas a retirar su clave y la actuación del órgano recurrido, no violenta su derecho de defensa, más bien, procura que sea él accionante el único que tenga acceso a sus datos y a la causa seguida en su contra. Se declara sin lugar el recurso. 

	TRABAJO
	SE ORDENA DAR DEBIDO PROCESO EN TRASLADO, TOMANDO EN CUENTA RAZONES DE SALUD

Expediente:15-016170-0007-CO
Sentencia:019640-15

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y LA DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL. La recurrente se muestra inconforme con la decisión de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública que pretende reubicarla en forma permanente en la Dirección de Recursos Humanos en San José, a partir del 01 de noviembre de 2015. Estima que ello es improcedente por su condición de salud, tal y como se dispuso en el oficio No.DRH-8357-2010-DIR del 22 de noviembre de 2010, de la Dirección de Recursos Humanos, que ordenó su ubicación en la Dirección Regional de Alajuela con las mismas funciones. En este caso, consta que el traslado de la recurrente se fundamenta en la intervención de la Auditoria Interna del Ministerio de Educación Pública, quien indicó, que solicitaba una respuesta ante el incumplimiento de lo dispuesto en la resolución dictada por la Dirección General de Servicio Civil –No. DG-179-2013 del 11 de diciembre de 2013, en donde dispuso la reubicación de la amparada, en un cargo con una clasificación igual a la que tenía cuando estaba ubicada en el Departamento de Control de Pagos de la Oficina de Gestión Institucional de Recursos Humanos, en San José. Al respecto, este Tribunal considera que con independencia de los alcances de lo ordenado por la Dirección General de Servicio Civil, lo cierto del caso, es que la orden de traslado de la funcionaria que se impugna en este amparo,  se realizó sin el respeto de las garantías constitucionales reconocidas en la jurisprudencia de este Tribunal, máxime cuando existen circunstancias médicas que deben evidentemente tomarse en consideración, todo en cumplimiento del debido proceso, situación que se omite por parte de la autoridad accionada, la cual aplicó el procedimiento sin que se respetara el derecho de la amparada para que manifestara lo que estimara al respecto, pues no se trataba de un traslado voluntario, sino de un traslado obligatorio. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente, respecto a la responsabilidad del Ministerio de Educación Pública. Se ordena a Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que previo a resolver, en forma definitiva, sobre el traslado de la recurrente, se le otorguen las garantías del debido proceso constitucional, para que pueda ejercer su derecho de defensa y señalar las situaciones objetivas relacionadas con su traslado. 

	TRABAJO
	MEDIDA CAUTELAR EXCESIVA, IMPUESTA EN JUDESUR

Expediente:15-017291-0007-CO
Sentencia:019661-15

Recurso de amparo contra la JUNTA INTERVENTORA DE LA JUNTA DE DESARROLLO REGIONAL DE LA ZONA SUR. La recurrente acude a esta Jurisdicción debido a que acusa que el 28 de agosto del año 2015 la Junta Interventora de JUDESUR ordenó iniciar una investigación en su contra, y que producto de esa investigación, por medio del oficio DEJ-0-153-2015 del 3 de septiembre de 2015, se ordenó como medida temporal separarla de su cargo - administradora del Depósito Libre Comercial de Golfito- con goce de salario; señala que el 9 de septiembre del presente año solicitó ante esa autoridad copia del expediente e interpuso los recursos de ley, no obstante, a la fecha de interpuesto este amparo, indica que no le han entregado las copias y tampoco han resuelto el fondo del asunto, por lo que la medida cautelar aún está firme, lo cual le genera incertidumbre. En este caso, sobre las medidas cautelares y la dilación en definir la situación jurídica, considera la Sala que lleva razón la recurrente, pues la medida se dictó el 3 de septiembre de 2015, a la fecha de interpuesto el presente amparo los recurridos no le han definido su situación y ha transcurrido un plazo excesivo e irrazonable superior a los tres meses desde el dictado de la medida cautelar ante causam en cuestión. Sobre la denegación del expediente a la amparada en al fase de investigación preliminar, consta que en el momento en que la recurrente lo solicitó no se había incoado aún el procedimiento administrativo en su contra, sino que aún a la fecha en que esta Sala conoce sobre este amparo, no se ha abierto ese procedimiento. Como consecuencia en este extremo se procede declarar sin lugar el recurso, pues existe una imposibilidad material para la administración en otorgar lo peticionado por la amparada. Finalmente, sobre la posible lesión al artículo 41 de la Constitución Política, se remite a la vía contenciosa. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la resolución DEJ-0-153-2015 del 3 de septiembre de 2015 la cual fue notificada a la amparada el 7 de septiembre de 2015 –y dispuso la medida cautelar en cuestión-, del Presidente de la Junta Interventora Sustitutiva de JUDESUR, todo sin perjuicio de que pueda ser nuevamente dispuesta, debiendo, de ser procedente, iniciar el procedimiento administrativo en el plazo de 15 días a partir de su dictado. En cuanto al acceso al expediente en la etapa de investigación preliminar se declara sin lugar el recurso. En cuanto a la posible lesión al artículo 41 de la Constitución Política se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara con lugar el recurso en lo que respecta al alegato relacionado con la etapa de la investigación preliminar. El Magistrado Cruz Castro salva el voto en relación con lo dispuesto en el artículo 41 de la Constitución Política, y ordena continuar con la tramitación del proceso hasta su resolución de fondo. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	ACCESO A RESULTADOS DE CONCURSO

Expediente:15-017847-0007-CO
Sentencia:019729-15

Recurso de amparo contra MUNICIPALIDAD DE OROTINA. El recurrente acude en tutela de sus derechos fundamentales. Acusa que participó en un concurso externo que realizó la Municipalidad de Orotina para el puesto de Técnico en Tecnología Informática. Refiere que el 26 de noviembre de 2015, se le informó el resultado del concurso; pero no se le suministró la resolución, ni los resultados del mismo, pues se limitaron únicamente a informar el nombre de la funcionaria nombrada. En virtud de ello, el pasado 30 de noviembre solicitó copia certificada del expediente para revisarlo e interponer los recursos correspondientes en contra de dicho acto administrativo; empero, a la fecha de interposición de este recurso no se le ha suministrado. En este caso consta que el amparado sí tuvo acceso a la información contenida en el expediente administrativo. 

	TRABAJO
	PERMISOS CON GOCE DE SALARIO PARA MADRES, ANTE ESTADO DE SALUD DE MENORES DE EDAD

Expediente:15-018034-0007-CO
Sentencia:019765-15

Recurso de amparo contra la PRESIDENTA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. La recurrente impugna la decisión del Consejo Superior del Poder Judicial, de denegar la solicitud de prórroga del permiso con goce de salario que solicitó de enero a agosto del 2016, para cuidar a su hijo menor de edad, quien padece el Síndrome de Pierre Robin, y Malasia Moderada Severa. En este caso se analizan los siguientes temas: A) Sobre los antecedentes jurisprudenciales respecto de permisos con goce de salario a las madres que requieren cuidar o atender un menor enfermo. Se citan los votos 11262-05, 012246-06, 005594-06, 10306-07, 013422-08, 06003-09, 014770-10, 005015-11, 002340-15, en donde, frente a casos excepcionales en que es imprescindible, según criterio médico, la presencia de la madre, el padre o el encargado, por cuanto de ello depende la evolución del estado de salud presente y futura del menor de edad, la Sala ha favorecido el otorgamiento de una licencia con goce de salario. B) En el caso concreto, esta Sala considera que la Corte Suprema de Justicia, en tanto patrono, tiene la potestad de otorgar una licencia con goce de salario en otro tipo de supuestos, que por su especialidad y excepcionalidad lo ameriten y sean autorizados. En este caso, comprueba esta Sala, que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial, y excepcional, que amerita una nueva valoración de su solicitud de prórroga sobre la licencia con goce de salario, con base en los antecedentes jurisprudenciales previamente citados, el interés superior del menor, y atendiendo al bloque de constitucionalidad y convencionalidad. En esa tesitura, a juicio de este Tribunal, la negativa del Consejo Superior del Poder Judicial de conceder la prórroga de la licencia solicitada, alegando restricciones en el uso de fondos públicos, resulta violatoria del derecho a la salud de la madre y del menor amparado, así como del principio del interés superior del niño, de acuerdo al precedente de esta Sala supracitado, y lo considerado en el caso bajo estudio. C) Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el artículo LXXIII, de la sesión 104-15 del 26 de noviembre del 2015, y se ordena a Zarela Villanueva Monge, en su condición de Presidenta del Consejo Superior del Poder Judicial, que dentro del plazo de cinco días, contados a partir de la notificación de esta resolución, resuelva la solicitud de la recurrente, de conformidad con la jurisprudencia indicada, el interés superior del menor y atendiendo al bloque de constitucionalidad y convencionalidad. 


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad resueltos en el mes de diciembre 2015



	TEMA
	RESUMEN


	AMBIENTE
	OMISIÓN EN MATERIA AMBIENTAL EN LA LEY DE CONCESIONES. SE SUSPENDE VISTA

Expediente:12-011423-0007-CO                                                                                                                                                                                     Sentencia:019583-15 

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 5 de la ley denominada: Modificación a varios artículos de la Ley No. 7744. Concesión y Operación de Marinas Turísticas. No. 8969

Las normas regulan lo relativo a las áreas de concesión y los trámites ante la Comisión Interinstitucional de Marinas y Atracaderos Turísticos CIMAT. Se acusa que en la normativa impugnada se omite proteger humedales y otros ecosistemas vulnerables, así como varias categorías de manejo ASP, dentro de las prohibiciones para otorgar concesiones y no se contempla la evaluación de impacto ambiental completa, violando con ello varios principios y convenios internacionales. Se suspende la vista ordenada en resolución de las 11:20 hrs. del 20 de noviembre del 2015. Comuníquese y notifíquese a todas las partes interesadas que constan en el expediente.

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	SE ACUSA QUE NO SE HIZO CONSULTA PREVIA CUANDO SE REFORMÓ LA ARESEP

Expediente:15-010939-0007-CO
Sentencia:019623-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 de la Ley de la ARESEP, ley número 7593, por el cual se transforma el SNE en la actual ARESEP, y la reforma del mismo mediante el artículo 41.b de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, ley número 8660, que dispone que la ARESEP se someterá al Plan Nacional de Desarrollo, sin que para tal modificación conste que la Asamblea Legislativa haya consultado a la ARESEP, violentando con ello su carácter autónomo y sujetando a esta institución a la tutela administrativa del Poder Ejecutivo. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández Gutiérrez y Campos Calvo ponen nota. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y ordena dar curso a la acción. La Magistrada Garro Vargas rechaza de plano respecto de la legitimación para alegar la omisión de la consulta a ARESEP en el trámite legislativo y, en lo demás, salvo el voto y da curso a la acción. ESTE CASO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	CIVIL
	RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS JUECES

Expediente:15-009185-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Consulta Judicial planteada por el Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José  respecto de los artículos 85, 86, 87, 88, 89, 90 ss, del Código Procesa Civil.

La consulta se formula en la medida que las normas que establecen la posibilidad de establecer una demanda por responsabilidad contra un juez por infracción de la ley, no precisan si esa infracción debe ser dolosa, culposa grave, culposa leve, o por ignorancia inexcusable, con el agravante de que las mismas normas indican que de determinarse la responsabilidad del juez, deben testimoniarse piezas al Ministerio Público, por lo que primero habría una condena civil, y luego la posibilidad de una condena penal. Estiman que podría verse violentado el principio de independencia judicial, por el derecho que se reconoce al denunciante para establecer directamente el proceso contra un juez. Por otra parte, consideran que al disponer que el órgano que debe conocer la demanda por responsabilidad es el superior del juez demandado, se violenta también el principio de juez natural, ya que el superior de un juez tiene competencia funcional respecto de las resoluciones dentro de un proceso, pero por las normas consultadas se convierte en una autoridad de primera y a veces única instancia para conocer un proceso nuevo y distinto. Además, refieren que el CPC indica que la demanda por responsabilidad debe establecerse en un plazo de un año, contrario a la prescripción cuatrienal que el artículo 198 LGAP dispone para reclamar la responsabilidad del Estado; igualmente, los plazos para que el juez demandado conteste las demandas, son más cortos que los ordinarios, además que no se reconoce más recurso que el de Casación, vulnerando el derecho de defensa. Se evacua la consulta formulada, en el sentido de que no resultan contrarios al Derecho de la Constitución, las normas que regulan la responsabilidad de los juzgadores en el Código Procesal Civil. El Magistrado Jinesta Lobo da razones diferentes. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Hernández Gutiérrez consignan notas separadas. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran inconstitucional el artículo 93 del Código Procesal Civil. El Magistrado Cruz Castro declara además inconstitucionales los artículos 85 y 91 del Código Procesal Civil. El Magistrado Rueda Leal declara que el artículo 85 impugnado es constitucional siempre que se interprete conforme a la Constitución que el "superior inmediato” no puede ser ningún juzgador que haya conocido de previo el objeto del proceso de responsabilidad civil en cualesquiera otras vías.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	COMERCIO
	REQUISITOS PARA LA ACTIVIDAD COMERCIAL EN ZONAS PROTEGIDAS

Expediente:15-011993-0007-CO
Sentencia:019585-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 25902-MIVAH-MP-MINAE. Se considera contrario al principio de igualdad, al derecho al trabajo y al derecho a la propiedad privada, en la medida que dispone que para autorizar y ejercer actividad comercial en una zona de protección, debe disponerse de un inmueble de al menos, dos hectáreas.  Se rechaza de plano la acción, por cuanto, no existe la debida coincidencia entre el escrito de invocatoria de inconstitucionalidad y la acción de inconstitucionalidad. Si bien esta Sala ha indicado que en la invocatoria de inconstitucionalidad de la norma no se exige una extensa fundamentación, lo cierto es que sí resulta necesario que en el asunto base se invoque, expresamente, la inconstitucionalidad de la norma impugnada en la acción y se indiquen las normas constitucionales que se consideren infringidas, aspectos que no se constatan en el caso en estudio. A lo que se añade, en segundo lugar, que la presente acción de inconstitucionalidad no puede estimarse como asunto idóneo para amparar el derecho o interés lesionado, en tanto no se ataca, justamente, el artículo específico que, a juicio de la recurrente, genera la lesión acusada. Por ende, la presente acción es inadmisible y procede su rechazo de plano.

	CONTENCIOSO
	LEGITIMACIÓN DE SINDICATO DE VENDEDORES ESTACIONARIOS DE FRUTAS Y AFINES DE CARTAGO (SIVEFAC)

Expediente:15-015123-0007-CO
Sentencia:019588-15 

Acción de Inconstitucionalidad contra Resolución No. 295-2015, de trece horas y cincuenta minutos del diecisiete de junio de dos mil quince del Tribunal Contencioso Administrativo, en su condición de Jerarquía Impropio Municipal, la cual, según opinión del accionante, resulta contraria al interés difuso y el derecho de libre organización ya que no se acepta la legitimidad del Sindicato de Vendedores Estacionarios de Frutas y Afines de Cartago (SIVEFAC) para interponer Recurso de Apelación, contra acuerdo municipal. Se rechaza de plano la acción porque no se cumplió con la prevención que le fue realizada. Asimismo, lo impugnado son resoluciones que carecen de alcance normativo general susceptible de ser cuestionado por la vía de la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, al no corresponder el objeto de esta demanda con ninguna de las hipótesis que admiten la interposición de una acción de inconstitucionalidad, este proceso también resulta inadmisible.

	EDUCACIÓN
	SISTEMA DE ESTUDIOS DE POSTGRADO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA

Expediente:15-014687-0007-CO
Sentencia:018918-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Postgrado de la Universidad de Costa Rica, en la medida que dispone que debe obtenerse una nota mínima de 8 para poder continuar con los estudios, caso contrario se excluye al estudiante del ciclo lectivo. La presente acción es inadmisible por cuanto el accionante no invocó la inconstitucionalidad del artículo impugnado ni en el recurso de revocatoria y nulidad concomitante formulado ante la administración universitaria, ni en el recurso de amparo base. En efecto, en ambos formula críticas contra el acto de separación del programa y alega arbitrariedad subjetiva, pero no invoca en defensa de sus derechos la inconstitucionalidad de la norma impugnada, como lo exige el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Resulta ocioso, en estas circunstancias, prevenir la presentación de los escritos correspondientes puesto que ya los ha presentado y consta que no invocó la inconstitucionalidad. Adicionalmente, a mayor abundamiento, en reiteradas ocasiones esta Sala ha considerado de mera legalidad los reclamos sobre la procedencia o improcedencia, así como desigualdad, en la aplicación del periodo de prueba en el sistema de postgrado (sentencias 003997-13 y 011473-12). 

	FAMILIA
	DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO

Expediente:15-003469-0007-CO
Sentencia:019289-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48.8 del CÓDIGO DE FAMILIA. El accionante cuestiona la constitucionalidad del artículo 48.8 del Código de Familia, por considerar que esa norma vulnera los principios de convencionalidad, supremacía de los convenios y tratados internacionales, autonomía de la voluntad, seguridad jurídica, razonabilidad y proporcionalidad, acceso a la justicia e igualdad. En este caso, se declara inadmisible esta acción de inconstitucionalidad porque el asunto base no es medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.



	MUNICIPALIDAD
	PLAN REGULADOR DEL GUARCO DE CARTAGO

Expediente:15-016355-0007-CO
Sentencia:019590-15

Acción de inconstitucionalidad contra el Plan Regulador del Cantón de El Guarco, por aprobarse el mismo vulnerando el artículo 9 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción por falta de cumplimiento de la prevención realizada por la Sala. 

	MUNICIPALIDAD
	PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO DE HEREDIA

Expediente:15-016416-0007-CO
Sentencia:018944-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, el cual se aduce no fue sometido a la valoración y aprobación de SETENA ni del MINAE, así como tampoco fue discutido públicamente ni contó con la participación de los vecinos del cantón. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Cruz Castro, Castillo Viquez y Rueda Leal salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	PENAL
	PENA DE PRISIÓN MÁXIMA DE 50 AÑOS

Expediente:15-002620-0007-CO 
Sentencia:019582-15

Acción de inconstitucionalidad contra la reforma a los artículos 51 y 76 del Código Penal, efectuada mediante la Ley No. 7389 de 22 de abril de 1994. En escrito presentado por los jueces integrantes del Tribunal de Juicio de Cartago, solicitan aclaración y adición de la medida cautelar dictada por el Presidente de la Sala Constitucional en la resolución de las 10:09 hrs. de 23 de junio de 2015, dentro del expediente No. 15-002620-0007-CO, en que se dio curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 51 y 76 del Código Penal. Por ese motivo, solicitan que se aclare y adicione la resolución de curso de la acción, en el sentido de si la orden dictada implica que se deba anular el juicio, próximo a concluir, , en donde puede resultar de aplicación la normativa cuestionada, o bien, si por el contrario, es posible interpretar que el Tribunal puede dictar la sentencia respectiva y que la ejecución del monto de la pena que eventualmente supere los 25 años de prisión, quedará supeditada a lo que resuelva la Sala Constitucional con respecto a su conformidad con la Constitución.   Sobre la facultad de la Sala Constitucional de dictar medidas cautelares en el trámite de una acción de inconstitucionalidad, en aras de evitar trastornos a la seguridad, la justicia y la paz social, se cita el voto 2015-09351. Sobre la gestión planteada por el Tribunal de Juicio de Cartago, no puede soslayar la Sala que en la actualidad, y en el marco de la Justicia Penal, existen múltiples procesos donde precisamente se discute la aplicación de los artículos 51 y 76 del Código Penal, en los términos en que fueron reformados por la Ley No. 7389 de 22 de abril de 1994, de modo que si se aplica la suspensión decretada en la resolución de curso de la acción, se producirían severas dislocaciones y trastornos en el funcionamiento de esta Jurisdicción. De esta forma, y tras analizar detenidamente la solicitud planteada por los jueces integrantes del Tribunal de Juicio de Cartago, así como en aras de evitar graves trastornos o dislocaciones a la seguridad, la justicia y la paz social (como eventualmente sería la posibilidad de que se anule o se suspenda un proceso penal en que se discuta la aplicación de las normas impugnadas), y teniendo en cuenta los antecedentes reseñados supra, en los cuales la Sala Constitucional ha dictado medidas cautelares similares a la presente, en aras de evitar esas situaciones perjudiciales, se dispone en este acto, y de manera excepcional, la continuidad de los efectos de las disposiciones impugnadas, hasta tanto no se dicte la resolución final de esta acción de inconstitucionalidad. Se dispone la continuidad de los efectos de la reforma a los artículos 51 y 76 del Código Penal, efectuada mediante la Ley No. 7389 de 22 de abril de 1994, todo supeditado a lo que en definitiva resuelva la Sala Constitucional acerca de la conformidad con el Derecho de la Constitución de esas normas. Por unanimidad, se acoge parcialmente la acción de inconstitucionalidad únicamente en cuanto a la omisión legislativa de dictar una ley penitenciaria que regule las restricciones de los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad. Por unanimidad: A) Se declara sin lugar la acción en cuanto a la alegada violación al procedimiento legislativo de reforma de la Ley Nº 7389 de 22 de abril de 1994. B) Por mayoría, se declara sin lugar la acción en cuanto a la fijación de 50 años como pena máxima de prisión. C) El Magistrado Cruz Castro y las Magistradas Hernández López y Garro Vargas salvan el voto parcialmente y declaran con lugar la acción por estimar que la pena de 50 años de prisión funciona -por sus efectos-, como una pena perpetua, expresamente prohibida en el artículo 40 de la Constitución Política. Lo anterior, deberá entenderse exceptuado, únicamente, en lo establecido en el Estatuto de Roma para los delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y agresión, donde se autorizan, excepcionalmente penas superiores a los 30 años. Por lo que se deberá establecer el máximo de pena a imponer en la aplicación de un concurso material, siempre dentro de los márgenes y con las posibilidades de revisión establecidos en este voto. El Magistrado Cruz Castro da razones adicionales. La Magistrada Garro Vargas pone nota. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	PENAL
	SANCIONES EN LA LEY DE VIDA SILVESTRE

Expediente:15-016923-0007-CO
Sentencia:019594-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley No. 9106 del 20 de diciembre de 2012, publicada en La Gaceta No. 78 del 24 de abril de 2013, de reforma a la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. Los accionantes estiman, en primer lugar, que el procedimiento legislativo de aprobación de la Ley No. 9106 del 20 de diciembre de 2012, publicada en La Gaceta No. 78 del 24 de abril de 2013, de reforma a la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, resulta inconstitucional por las siguientes razones: a) por infracción a los principios de conexidad y al derecho de enmienda, por cuanto, el proyecto original fue modificado, sustancialmente, en un primer momento, por medio de un texto sustitutivo aprobado en una Sub Comisión de la Comisión Permanente Especial de Ambiente y, en un segundo momento, por medio de una “mega moción” de texto sustitutivo que se conoció por el Plenario Legislativo, en la Sesión No. 74 del 2 de octubre de 2012, misma sesión en que se conoció y aprobó en primer debate el nuevo texto, situación que impidió a los diputados ejercer, plenamente, su derecho de enmienda y; b) por violación a los principios democrático y de publicidad, dado que, el texto que, finalmente, fue aprobado por la Asamblea Legislativa, nunca fue publicado en el diario La Gaceta, lo que impidió a los diputados ejercer, apropiadamente, su labor de representación de quienes los eligieron y su derecho de enmienda y, con el agravante, que el texto aprobado introdujo, respecto al texto original que sí fue publicado, tipos penales graves (artículos 93, 107, 109 y 110). Los accionantes estiman, en segundo lugar, que el artículo Ley de Conservación de la Vida Silvestre (reformado mediante la citada Ley No. 9106 del 20 de diciembre de 2012) lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad, dado que, la prohibición total de la caza, contenida en la reforma introducida al referido artículo 14, no resulta el medio idóneo para proteger la vida silvestre y, por el contrario, está demostrado que la caza deportiva, regulada de forma debida, contribuye con el mantenimiento de las especies. En este caso, señala la Sala lo siguiente: A)  SOBRE EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO DE APROBACIÓN DE LA LEY No. 9106 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2012. DE LA ALEGADA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO, AL DERECHO DE ENMIENDA, AL PRINCIPIO DE CONEXIDAD Y AL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD. Los accionantes no especifican –de forma debida- cuáles fueron los cambios que, supuestamente, sufrió el proyecto de ley original, así como tampoco explicaron los motivos por los que consideran que dichos cambios son sustanciales respecto del proyecto inicial. Se cita el voto 15840-12, en donde los reproches formulados por los accionantes ya fueron resueltos por esta Sala en la sentencia supra citada, ocasión en la que consideró que en el procedimiento legislativo, para la aprobación de la Ley No 9106, no se infringieron el principio democrático, el principio de conexidad, el derecho de enmienda y el principio de publicidad, por lo que, en cuanto a estos extremos, se impone rechazar por el fondo la acción. B) EN CUANTO AL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE CONSERVACIÓN DE LA VIDA SILVESTRE Y LA ALEGADA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD. Resulta improcedente que esta Sala declare la inconstitucionalidad de una norma que protege un derecho fundamental, para garantizar una actividad que no lo es, toda vez que, dicha pretensión es contraria a la naturaleza de un proceso de control de constitucionalidad, cuya finalidad es garantizar la supremacía de la Constitución Política. Aunado a lo anterior, tampoco corresponde a este Tribunal Constitucional determinar la procedencia técnica y científica, así como los alcances de la prohibición, por tratarse de un conflicto técnico que no puede ser conocido por esta Sala. Se rechaza de plano la acción en este aspecto, en razón del objeto de impugnación. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada violación al procedimiento legislativo seguido para la aprobación de la Ley No. 9106. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Hernández López, Hernández Gutiérrez y Garro Vargas salvan el voto parcialmente y ordenan continuar con la tramitación de la acción únicamente respecto de la acusada inconstitucionalidad del numeral 14 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. El Magistrado Cruz Castro pone nota, únicamente, en relación con lo expuesto en el considerando III de esta sentencia.

	PENAL
	APLICACIÓN ANALÓGICA DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PENAL JUVENIL

Expediente:15-014972-0007-CO
Sentencia:018919-15

Consulta judicial formulada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José, referente al criterio sostenido por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en los Votos No. 2015-652, No. 2015-985, No. 2015-982, No.2015-1017 y No. 2015-00652 sobre la procedencia de las medidas de seguridad en la materia penal juvenil. Se solicita que arreglo al artículo 105 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se le tenga como parte interesada y se le otorgue plazo para convertir la consulta en una acción de inconstitucionalidad. Señala la Sala que se debe denegar la gestión formulada, teniendo en cuenta que, en la especie, el gestionante se ha apersonado a la Sala Constitucional fuera del emplazamiento de tres días concedido por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José, razón por la cual, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 104 párrafo 1º y 105 párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, lo procedente es denegar la gestión formulada. No ha lugar a la gestión formulada.-

	PENAL
	INCREMENTO DE CAPITAL SIN CAUSA LÍCITA APARENTE

Expediente:13-007644-0007-CO
Sentencia:018946-15

Consulta Judicial planteada por el Juzgado Contencioso Administrativo Y Civil De Hacienda Del II Circuito Judicial De Goicoechea referente a los artículos 20, 21 y 22 de la Ley contra la Delincuencia Organizada. No. 8754 y el Acuerdo de Corte Plena en sesión No. 18-10 del 14-06-2010, artículo XVI. Las normas impugnadas regulan lo relativo al incremento de capital sin causa lícita aparente, en tanto se otorga competencia al juez contencioso administrativo para imponer medidas cautelares y sanciones de pérdida de patrimonio violentando el Derecho de la Constitución. Se evacua la consulta formulada en el sentido de los artículos 20, 21 y 22 de la Ley contra la Delincuencia Organizada, número 8754 del veintidós de julio del dos mil nueve, no son inconstitucionales. No ha lugar a evacuar la consulta en relación con el Acuerdo de Corte Plena, tomado en la sesión número 18-10 del catorce de junio del dos mil diez, artículo XVI. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara que es inconstitucional el artículo 22 de la Ley Contra la Delincuencia Organizada por invertir la carga de la prueba en contra de la persona física o jurídica accionada. Declara igualmente que el Derecho de la Constitución impone que en el decomiso sin condena penal, decomiso civil o extinción de dominio, cada parte está obligada a fundamentar los argumentos que sustentan su posición y que ello sea valorado por el juez de acuerdo con las reglas de la sana crítica racional. De igual forma declara constitucionalmente obligatorio que el procedimiento resguarde debidamente los derechos de terceros de buena fe y que lo extinguido en un proceso sumario como el que se consulta puede ser reivindicado en vía ordinaria. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	PENAL
	REGLAS PARA PORTACIÓN DE ARMAS

Expediente:15-017960-0007-CO
Sentencia:019603-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 7 inciso d) y 22 inciso b) de la Ley de Armas y Explosivos. Las normas señalan que no podrán portar armas las personas que hayan sido condenadas por delitos cometidos con el empleo de armas y para poseer permiso, no deben haber sido condenadas por delitos relacionados con el uso de armas. A juicio del accionante es violatorio de los principios de igualdad y proporcionalidad. 
Se deniega el trámite de la acción, por cuanto el accionante no cumplió con la prevención que se le realizó. 

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	COBRO DE PENSIÓN ALIMENTARIA POR LA VÍA EJECUTIVA

Expediente:15-015878-0007-CO
Sentencia:019589-15

Acción de inconstitucionalidad contra el  artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se cuestiona la frase “si la parte interesada recurre a la vía ejecutiva para cobrar la obligación o”. La norma señala que el apremio no podrá mantenerse por más de seis meses; se revocará, si la parte interesada recurre a la vía ejecutiva para cobrar la obligación o si el deudor alimentario la cancela. Se rechaza de plano la acción al verificar el incumplimiento injustificado de la prevención del escrito en donde se invocó la inconstitucionalidad del artículo cuestionado. Si bien esta Sala ha indicado que en la invocación de inconstitucionalidad de la norma no se exige una extensa fundamentación, lo cierto es que sí resulta necesario que en el asunto base se argumente, expresamente, la inconstitucionalidad de la norma impugnada en la acción y se indiquen las normas constitucionales que se consideren infringidas. de 2014), aspectos que no se constatan en el caso en estudio. Como corolario de lo anterior, procede rechazar de plano esta acción.

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	RESTITUCIÓN DE LA CUOTA ALIMENTARIA

Expediente:15-009464-0007-CO
Sentencia:018945-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 23 de la Ley de Pensiones Alimentarias, en la medida que permite la restitución de la cuota alimentaría provisional cuando se haya decidido que el acreedor alimentario carece del derecho a recibirla, o se haya determinado que el obligado no era el obligado preferente. Se rechaza por el fondo la acción.- El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	SALUD
	MANUAL DE ADSCRIPCIÓN DE BENEFICIO FAMILIAR DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL

Expediente:15-016541-0007-CO
Sentencia:018922-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 40 del Manual de Adscripción de Beneficio Familiar de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se cuestiona en la medida que dispone que para el otorgamiento del seguro, los interesados deben suministrar a la institución una serie de información que estiman confidencial, por lo que argumenta de forma lacónica, que dicha norma violenta el derecho a la intimidad. Señala la Sala que la presente acción de inconstitucionalidad es inadmisible, por la falta de cumplimiento de requisitos formales.

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SANCIÓN POR INCUMPLIR PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS

Expediente:15-012325-0007-CO
Sentencia:019586-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 38 de la Ley 7593. La norma establece la multa aplicable a quien incumpla la debida prestación de servicios públicos, en la medida que estima el accionante, la sanción allí definida es contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Se rechaza de plano el recurso, por falta de legitimación procesal, por cuanto el asunto base ya fue resuelto en vía administrativa. 

	TRABAJO
	ENVÍO DE CORREOS MASIVOS EN EL INA

Expediente:15-015084-0007-CO
Sentencia:019587-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 15 inciso 9 del Reglamento de Uso de Recursos Informáticos del Instituto Nacional de Aprendizaje. El accionante aduce que la norma impugnada lesiona: a) el "principio de la libre determinación", al impedir al funcionario usar el medio informático con limitantes y con evidente sanción previa; b) el principio de la libertad de expresión, pues impide utilizar los medios informáticos y, c) la ambigüedad de la norma genera indefensión y confusión pues el funcionario no sabe en qué momento requiere o no una autorización. Señala la Sala en este caso que es razonable la regulación del uso de instrumentos telemáticos como lo es el correo electrónico. Esa limitación no constituye, como aduce el accionante, una restricción a la libertad de expresión, pues la norma no impide el accionante formular sus denuncias ante las autoridades correspondientes. Podría hacerlo por escrito, a través de un documento, pero incluso, podría enviar su denuncia por correo electrónico a las direcciones electrónicas personales de cada una de esas autoridades. Lo único que no puede, es hacerlo mediante el envío masivo de correos electrónicos. Hoy día, el correo electrónico es un instrumento de comunicación muy importante por lo que las instituciones pueden regular su utilización con el fin de no afectar el procesamiento y almacenamiento de los mismos. Se cita el voto 012709-09. En cuanto a la ambigüedad de la norma y el principio de libre determinación la acción debe ser rechazada de plano, pues el accionante no aporta argumento alguno ni fundamenta los motivos por lo que estima que la norma lo lesiona. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la violación a la libertad de expresión. En lo demás, se rechaza de plano.

	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE TIBÁS

Expediente:15-016068-0007-CO
Sentencia:019638-15

Solicitud de adición y aclaración promovida en la consulta judicial facultativa formulada por el Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, resuelta mediante voto No. 2015-017352 de las 9:30 horas de 4 de noviembre de 2015. Manifiesta que la resolución que ordena la consulta señala que se formula con sustento en los principios de proporcionalidad y racionalidad constitucional, en tanto la norma cuestionada podría superar los alcances del artículo 192 de la Constitución Política, en eventual perjuicio de la colectividad. En este caso, estima la Sala que la sentencia no adolece de ninguno de los vicios referidos, pues en la resolución citada, claramente, se consignaron los fundamentos por los cuales se concluyó que el proceso no cumplía los requisitos de admisibilidad para ser admitido. Específicamente, se dispuso que la jueza consultante se limitó a cuestionar si el artículo 29 de la Convención Colectiva de la Municipalidad de Tibás es inconstitucional sin aportar ningún elemento que fundamente la duda de constitucionalidad. No ha lugar a la gestión formulada.

	TRABAJO
	PRONUNCIAMIENTOS DE LA PROCURADURÍA SOBRE EL PAGO DE PROHIBICIÓN

Expediente:15-016883-0007-CO
Sentencia:018924-15 

Acción de inconstitucionalidad planteada por la actual Vicealcaldesa del Cantón de San Carlos contra los criterios de la Procuraduría General de la República, números C-145-2013, C-205-2014 y C-219-2015. Se cuestiona la negativa del pago del rubro de prohibición. Los criterios cuestionados refieren que dicho componente salarial lo es para quienes ejerzan profesiones liberales, sin considerar la docencia como una profesión liberal, por lo que en el caso de la accionante, que es docente y pensionada, no se le paga dicho componente salarial. El amparo base en este caso fue rechazado, por lo que, la parte actora no tiene ningún asunto pendiente de resolver ante los Tribunales de Justicia, en que se invoque la inconstitucionalidad de la situación impugnada como medio razonable de amparar el derecho o interés que se estima vulnerado. No se cumplen, entonces, los presupuestos de admisibilidad que al efecto estipula la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, por ende, lo que corresponde es el rechazo de plano de este asunto.

	TRIBUTARIO
	PAGO DEL IMPUESTO A LA PROPIEDAD DE VEHÍCULOS

Expediente:15-017480-0007-CO
Sentencia:019596-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 8 y 9 de la Ley de la Ley de Reajuste Tributario No. 7088. Acusa la recurrente que con base en esta normativa, el Ministerio de Hacienda realiza un cálculo del impuesto de vehículos, imponiendo un monto antojadizo del automotor, sin tomar en cuenta la depreciación. Se rechaza de plano la acción, en tanto se observa que la gestión informal presentada por la accionante carece de los requisitos esenciales de admisibilidad, por lo que no constituye una acción de inconstitucionalidad propiamente dicha. 


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: www.poder-judicial.go.cr
	· Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA POR TEMA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
AÑO 2015
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de ENERO - DICIEMBRE. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2015 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2015

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Legislativas
	34
	0,17%

	Consultas Judiciales
	26
	0,13%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	292
	1,46%

	Hábeas Corpus
	1892
	9,46%

	Recursos de Amparo
	17750
	88,77%

	Total
	19994
	100%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2015
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2015

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	4389
	24,71%

	Con Lugar Parcial
	764
	4,30%

	Sin Lugar
	4950
	27,87%

	Rechazo de Plano
	6928
	39,00%

	Rechazo por el Fondo
	730
	4,11%

	Total 
	17761
	100%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2015 
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	Ambiente
	321
	1,65%

	Amparo contra Norma
	87
	0,44%

	Asamblea Legislativa
	18
	0,09%

	Asociación
	180
	0,93%

	Bancario
	163
	0,84%

	Colegios Profesionales
	91
	0,47%

	Comercio
	119
	0,61%

	Contraloría
	2
	0,01%

	Contratos o Licitaciones
	52
	0,26%

	Educación
	761
	3,93%

	Electoral
	50
	0,25%

	Familia
	145
	0,74%

	Financiero
	7
	0,03%

	Información
	667
	3,44%

	Intimidad
	161
	0,83%

	Libertad de Expresión y Prensa
	26
	0,13%

	Libertad de Tránsito
	58
	0,29%

	Migración
	113
	0,58%

	Minorías
	247
	1,27%

	Municipalidad
	698
	3,60%

	Notariado
	26
	0,13%

	Penal
	826
	4,27%

	Penitenciario
	969
	5,01%

	Pensión
	755
	3,90%

	Pensiones Alimentarias
	605
	3,12%

	Petición
	1308
	6,76%

	Poder Ejecutivo
	403
	2,08%

	Poder Judicial
	508
	2,62%

	Pronta Resolución
	1833
	9,47%

	Propiedad
	357
	1,84%

	Salud
	3597
	18,59%

	Seguridad Social
	290
	1,49%

	Seguros
	217
	1,12%

	Servicios Públicos
	576
	2,97%

	Sujeto de Derecho Privado
	265
	1,37%

	Trabajo
	2449
	12,66%

	Tramite
	6
	0,03%

	Tránsito
	266
	1,37%

	Tributario
	119
	0,61%

	TOTAL
	19341
	100%


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

2015

 
	

	Por Tema
	

	 
	


	Ambiente
	300

	 
	 

	Con Lugar
	45

	Con Lugar Parcial
	28

	Rechazo por el Fondo
	7

	Rechazo de Plano
	58

	Sin Lugar
	100

	 
	 

	Amparo contra norma
	85

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	5

	Rechazo de Plano
	63

	Sin Lugar
	5

	 
	 

	Asamblea legislativa
	18

	 
	 

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	1

	 
	 

	Asociación
	164

	 
	 

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	9

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	98

	Sin Lugar
	31

	 
	 

	Bancario
	153

	 
	 

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	6

	Rechazo de Plano
	114

	Sin Lugar
	23

	 
	 

	Colegios profesionales
	85

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	6

	Rechazo de Plano
	61

	Sin Lugar
	9

	 
	 

	Comercio
	112

	 
	 

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	6

	Rechazo de Plano
	80

	Sin Lugar
	15

	 
	 

	Contraloría
	2

	 
	 

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	0

	 
	 

	Contratos o Licitaciones
	45

	 
	 

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	30

	Sin Lugar
	5

	 
	 

	Educación
	701

	 
	 

	Con Lugar
	136

	Con Lugar Parcial
	34

	Rechazo por el Fondo
	18

	Rechazo de Plano
	203

	Sin Lugar
	256

	 
	 

	Electoral
	46

	 
	 

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	26

	Sin Lugar
	9

	 
	 

	Familia
	130

	 
	 

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	53

	Sin Lugar
	61

	 
	 

	Financiero
	7

	 
	 

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	0

	 
	 

	Información
	629

	 
	 

	Con Lugar
	125

	Con Lugar Parcial
	14

	Rechazo por el Fondo
	66

	Rechazo de Plano
	120

	Sin Lugar
	211

	 
	 

	Intimidad
	147

	 
	 

	Con Lugar
	12

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	16

	Rechazo de Plano
	63

	Sin Lugar
	45

	 
	 

	Libertad de expresión y prensa
	23

	 
	 

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	6

	 
	 

	Libertad de Tránsito
	52

	 
	 

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	24

	Sin Lugar
	13

	 
	 

	Migración
	110

	 
	 

	Con Lugar
	11

	Con Lugar Parcial
	7

	Rechazo por el Fondo
	4

	Rechazo de Plano
	36

	Sin Lugar
	41

	 
	 

	Minorías
	235

	 
	 

	Con Lugar
	47

	Con Lugar Parcial
	16

	Rechazo por el Fondo
	7

	Rechazo de Plano
	46

	Sin Lugar
	77

	 
	 

	Municipalidad
	654

	 
	 

	Con Lugar
	89

	Con Lugar Parcial
	31

	Rechazo por el Fondo
	17

	Rechazo de Plano
	294

	Sin Lugar
	142

	 
	 

	Notariado
	23

	 
	 

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	7

	 
	 

	Penal
	764

	 
	 

	Con Lugar
	78

	Con Lugar Parcial
	25

	Rechazo por el Fondo
	24

	Rechazo de Plano
	194

	Sin Lugar
	403

	 
	 

	Penitenciario
	909

	 
	 

	Con Lugar
	123

	Con Lugar Parcial
	68

	Rechazo por el Fondo
	11

	Rechazo de Plano
	199

	Sin Lugar
	417

	 
	 

	Pensión
	704

	 
	 

	Con Lugar
	104

	Con Lugar Parcial
	69

	Rechazo por el Fondo
	11

	Rechazo de Plano
	425

	Sin Lugar
	64

	 
	 

	Pensiones alimentarias
	564

	 
	 

	Con Lugar
	71

	Con Lugar Parcial
	27

	Rechazo por el Fondo
	12

	Rechazo de Plano
	162

	Sin Lugar
	244

	 
	 

	Petición
	1217

	 
	 

	Con Lugar
	400

	Con Lugar Parcial
	42

	Rechazo por el Fondo
	111

	Rechazo de Plano
	221

	Sin Lugar
	250

	 
	 

	Poder ejecutivo
	369

	 
	 

	Con Lugar
	31

	Con Lugar Parcial
	7

	Rechazo por el Fondo
	29

	Rechazo de Plano
	178

	Sin Lugar
	94

	 
	 

	Poder judicial
	472

	 
	 

	Con Lugar
	13

	Con Lugar Parcial
	9

	Rechazo por el Fondo
	16

	Rechazo de Plano
	333

	Sin Lugar
	61

	 
	 

	Pronta resolución
	1723

	 
	 

	Con Lugar
	226

	Con Lugar Parcial
	59

	Rechazo por el Fondo
	53

	Rechazo de Plano
	1025

	Sin Lugar
	227

	 
	 

	Propiedad
	341

	 
	 

	Con Lugar
	15

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	17

	Rechazo de Plano
	195

	Sin Lugar
	78

	 
	 

	Salud
	3309

	 
	 

	Con Lugar
	1998

	Con Lugar Parcial
	91

	Rechazo por el Fondo
	12

	Rechazo de Plano
	203

	Sin Lugar
	790

	 
	 

	Seguridad social
	266

	 
	 

	Con Lugar
	22

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	10

	Rechazo de Plano
	135

	Sin Lugar
	85

	 
	 

	Seguros
	194

	 
	 

	Con Lugar
	13

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	126

	Sin Lugar
	39

	 
	 

	Servicios públicos
	527

	 
	 

	Con Lugar
	52

	Con Lugar Parcial
	17

	Rechazo por el Fondo
	20

	Rechazo de Plano
	201

	Sin Lugar
	186

	 
	 

	Sujeto de derecho privado
	241

	 
	 

	Con Lugar
	10

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	6

	Rechazo de Plano
	168

	Sin Lugar
	39

	 
	 

	Trabajo
	2254

	 
	 

	Con Lugar
	387

	Con Lugar Parcial
	111

	Rechazo por el Fondo
	172

	Rechazo de Plano
	931

	Sin Lugar
	454

	 
	 

	Tramite
	6

	 
	 

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	2

	 
	 

	Tránsito
	248

	 
	 

	Con Lugar
	16

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	7

	Rechazo de Plano
	164

	Sin Lugar
	40

	 
	 

	Tributario
	110

	 
	 

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	7

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	71

	Sin Lugar
	21


Cuadro N°6: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 
	CUADRO No.6

ASUNTOS VOTADOS POR  ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	2015

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 

	Autónomas
	2050
	11,43%

	Caja Costarricense del Seguro Social
	4664
	26,01%

	Contraloría General de la República
	17
	0,09%

	Colegios Profesionales
	139
	0,77%

	Defensoría de los habitantes
	1
	0,01%

	Municipalidad
	1780
	9,92%

	Poder Ejecutivo
	6136
	34,22%

	Poder Judicial
	2239
	12,48%

	Poder Legislativo
	90
	0,50%

	Privado
	1011
	5,63%

	Procuraduría General de la República
	5
	0,02%

	Tribunal Supremo de Elecciones
	47
	0,26%

	No aplica
	5
	0,02%

	No indica
	157
	0,87%

	Total
	17930
	100,00%


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 4630

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

DICIEMBRE 2015
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ARTÍCULO 56 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El artículo 23 impugnado establece un piso mínimo para las condiciones salariales del profesional en ciencias de la salud en el sector privado. Es claro entonces que una norma de esa naturaleza no puede lesionar el Convenio 131 de la OIT; por el contrario, la norma materializa el objetivo que este Convenio busca, cual es proteger a los trabajadores contra remuneraciones indebidamente bajas a través de la fijación de salarios mínimos (ver preámbulo del Convenio 131)-. La promulgación de esta disposición, como se indicó líneas atrás, se enmarca dentro del sistema de garantías laborales que pretenden asegurar condiciones mínimas en una relación laboral, independientemente del sector en que la persona labore…” Sentencia 72219-15

ARTÍCULO 57 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la tesis de este Tribunal Constitucional en cuanto a que se puede válidamente realizar una diferenciación en relación con el pago o reconocimiento de anualidades a trabajadores, siempre que tal diferenciación se fundamente en elementos razonables, como el tipo de administración pública para la que se trabaja, la clase de puesto que se desempeña, o la mayor o menor responsabilidad y complejidad de las tareas o labores asignadas a cada grupo ocupacional… establecer concretamente el monto de las anualidades es una política salarial de cada institución, respecto de la cual la jurisdicción constitucional no puede inmiscuirse, a menos que se evidencie una abierta y grosera vulneración al Texto Constitucional, cosa que no ocurre en este asunto…” Sentencia 10248-15
ARTÍCULO 58 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Bajo una mejor ponderación, este Tribunal se separa del criterio anterior, en el sentido que limita el supuesto del trabajador sin fiscalización superior inmediata únicamente a los superiores jerárquicos supremos, dentro de la estructura organizativa de la Administración, cuando la realidad de la organización y el funcionamiento de la Administración Pública es que hay otros funcionarios que ejercen jefaturas, lo que trabajan sin fiscalización superior inmediata y, por ende, se encuentra dentro del supuesto de hecho que prevé el numeral 143 del Código de Trabajo y, por consiguiente, cumple con lo dispuesto por el numeral 58 de la Carta Fundamental, de ahí que resulta procedente que la Administración Pública no pague horas extras, toda vez que su jornada de trabajo se extiende a doce horas.” Sentencia 8499-15

ARTÍCULO 84 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…que la UNA, en el ejercicio de su autonomía universitaria es, competente para definir los campos de acción de su recurso humano, dentro de la organización, y tomar las previsiones administrativas propias para distribuir el trabajo a lo interno. Tanto la estructura como la definición del tipo de labor que hace el accionante, son competencias exclusivas de la Universidad Nacional, pues actúa como administración activa, sin posibilidad de admitir injerencias extrañas. Sin embargo, basar una determinada autonomía para excluir a un funcionario del pago de horas extra, en sentido estricto no es constitucionalmente procedente, porque dicha autonomía encuentra límites en la Constitución y la Ley…” Sentencia 8499-15

“…la autonomía universitaria que les asiste a los centros de educación superior públicos (dispuesta con rango constitucional), alcanza para que estos –por medio de sus más altos órganos jerárquicos- establezcan la modalidad en que resolverán el régimen remunerativo de sus servidores, siempre atendiendo a principios constitucionales elementales que rigen todo el aparato público, como la razonabilidad y proporcionalidad, así como el adecuado resguardo de las finanzas públicas…” Sentencia 10248-15
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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